Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 15 minutos.) 


Antes de comenzar con las audiencias —en primer lugar, se recibirá al contador Marcos Israel—, 
la Presidencia quiere compartir información a efectos de ratificar determinadas resoluciones que ya habían 
sido tomadas. 


Al día de hoy tenemos la autorización de 32 de los 34 postulantes para que sus datos sean 
publicados en la web. Ahora bien, el doctor Álvarez Petraglia solicitó que sus datos no fueran publicados y 
la señora Alicia Añón pidió que se le diera la posibilidad de agregar información fuera de plazo, pero la 
Comisión había decidido que no se recibieran más datos. Posteriormente planteó que si no podía agregar 
información, no se publicara su currículum porque, a su juicio, estaría incompleto. 


Por Secretaría se eliminaron los datos personales o particulares de los postulantes de cada uno 
de los currículos, así como las referencias personales, habida cuenta de que hemos visto que algunas no 
estaban, por lo menos, autorizadas. No estoy hablando de organizaciones que presentan postulantes, sino 
de referencias personales que incluyen teléfonos particulares y celulares. 


Por lo tanto, habiendo hecho las gestiones y teniendo el informe de la asesoría jurídica del 
Parlamento sobre lo que teníamos que hacer a los efectos de esa publicación, la Comisión plantea que en 
el día de hoy intentará colgar esa información para que sea pública. No lo hizo antes -se hace la aclaración 
para que conste en la versión taquigráfica, pues está circulando la idea de que se está retaceando 
información pública— porque justamente ha tratado de conciliar la Ley de Protección de Datos con la Ley de 
Acceso a la Información. Nuestra asesoría nos ha indicado que la tarea realizada de pedir el 
consentimiento es la correcta. Cabe aclarar que el informe de la asesoría, que aún no se ha subido a la 
web, estará incluido en la versión taquigráfica del día viernes. 


Hecha esta aclaración, la Presidencia quiere señalar que luego se tendrá que analizar otras 
cuestiones porque, tal como se indicó oportunamente, la fecha tope para la entrega del listado a la 
Asamblea General sería el 29 de marzo y no el 30. La ley establece que la Comisión eleva el listado de 
postulantes a la Asamblea General, pero no indica de qué forma, cómo se ordena y tampoco prevé el 
mecanismo de votación en la Asamblea General. Se sabe que es marcando nombres pero no cuántos, 
cómo, y si es una plancha con todos los nombres o si está vacía y hay que anotar hasta cinco nombres. 
Hago esta puntualización porque en la ley no existe nada que estipule cómo se llevará cabo el 
procedimiento. Después, en algún momento tendríamos que comenzar a trabajar en estos temas porque, a 
los efectos de organizar la votación en la Asamblea General, desde Secretaría se nos pide que utilicemos 
algunos criterios que no son administrativos. Por tal razón, luego tendríamos que determinar cómo 
seguimos con esto. No sé si los señores Legisladores están de acuerdo, pero sobre estos temas también 
tenemos que avanzar. 


Esto es lo que tenía para informar a los señores Legisladores de lo sucedido al día de hoy. 
Pregunto a los señores miembros de la Comisión si tienen alguna propuesta o pregunta para realizar sobre 
el trabajo que comenzaremos una vez que finalicemos con las entrevistas. 


Siguiendo la lógica del cronograma, había pensado que podríamos reunirnos el martes, pero 
quizás tengamos que hacerlo el jueves o el viernes a los efectos de ir zanjando estos temas y, una vez que 
tengamos los currículos presentados y el resultado de las entrevistas realizadas —que tendremos que 
evaluar individualmente y en conjunto—, comenzar a trabajar en el fondo del asunto. 


La propuesta de la Mesa es la siguiente. Antes de recibir al primer invitado, deberíamos acordar 
cuándo nos volvemos a reunir, habida cuenta de que el listado debe ser enviado el 29 de marzo a la 
Asamblea General. 


SEÑOR GARCÍA.- Con respecto al día de la próxima reunión, no tengo ningún inconveniente en que se 
lleve a cabo cualquier día. En lo que tiene que ver con las entrevistas, no sabía que había que realizar una 
evaluación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habíamos establecido que las entrevistas formaban parte de un todo a anexar 
en la evaluación de los currículos. 


SEÑOR GARCÍA.- Entonces, en esa etapa nos tendríamos que reunir cuando consideremos oportuno para 
realizar esa evaluación. Creo que esto no tiene ningún misterio, es el mismo procedimiento que se realiza 
en esta Casa para elevar un proyecto de resolución. Por lo tanto, se debería remitir la lista de los 
postulantes que cumplieron todos los requisitos establecidos. Reitero que debemos cumplir un mandato 
legal, que es elevar la lista de los postulantes, sin ningún agregado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás no fui clara en mi planteo. Entiendo lo mismo que el señor Legislador con 
respecto al listado de todas las personas que se postularon, pero la ley no establece de qué forma 
debemos remitirlo, es decir, si es por orden alfabético, por alguna prelación establecida en la Comisión, 
porque se decidió entrevistar a parte de los postulantes y no a todos, o por la utilización de otros criterios 
acordados por ella. Ese planteo se me hizo desde la Secretaría del Senado y de la Asamblea General, a 
los efectos de ver cómo se procesa el mecanismo en la Asamblea General. Es frecuente que se tenga que 
elegir un quinteto —por decirlo de alguna manera- en estas condiciones que indica la ley, es decir, que 
hasta que no estén todos, no está ninguno. Existe un procedimiento que no está marcado en la ley y que 
se debería determinar. Dicho de otra manera: ¿se marca con cruces, cinco cruces, tres, cómo? Es decir, 
nos están pidiendo que de alguna manera analicemos cómo se pone esto en funcionamiento. Creo que 
como este es un mecanismo algo inédito, no cuesta nada hacer un cuarto intermedio, analizar los datos — 
no pretendo que ahora emitamos una resolución— y poner el tema sobre la mesa para ir avanzando. De 
esta manera fijaríamos la próxima sesión en función de los tiempos que tenemos para cumplir con estas 
etapas que nos restan. 


SEÑOR MICHELINI.- A los efectos de remitir la nómina de los candidatos presentados y habilitados para 
que la Asamblea General en definitiva decida, creo que sería suficiente con hacer un listado por orden 
alfabético con una indicación de las personas a las que se les realizó entrevista. De esa manera 
cumpliríamos con la formalidad, contando con un nivel de objetividad y sin tener ninguna otra connotación; 
es decir, nadie podría deducir de este procedimiento ningún elemento extraño. 


En cuanto al sistema de votación, creo que nos deberíamos dar un tiempo para reflexionar, de 
acuerdo a las indicaciones que ha hecho la Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hago acuerdo en que el criterio a adoptar debe ser votado, a los efectos de que 
quede claro. 


Agdvierto que ya está siendo la hora de que ingrese el primer invitado. 


Me gustaría que entre todos repasáramos los otros puntos que podrían estar comprendidos en el 
artículo 37, que habla del sistema de elección, para ayudar a la Secretaría en el mecanismo y que quede lo 
más claro posible, no sólo para los que estamos en esta Comisión, sino para todos los integrantes de la 
Asamblea General, que tal vez no estén en el mismo grado de aproximación al texto de la ley. Por eso me 
parece bueno proceder de esta manera, más aun teniendo en cuenta que desde la Secretaría se nos 
solicita que hagamos alguna indicación. 


SEÑOR PUIG.- Comparto el planteamiento del señor Diputado Michelini, en el sentido de que elevar la lista 
con los candidatos habilitados es un aspecto de trámite. A su vez, considero que, a pedido de la Secretaría, 
podríamos reunirnos quizás el día jueves para analizar los criterios —aunque creo que están bastante 
claros— y, en todo caso, repasar entre los miembros de la Comisión y conversar con la Secretaría, haciendo 
un proceso lo más claro posible. Pienso que, en cuanto a la remisión de los nombres, es suficiente con 
indicar de la lista total quiénes tuvieron entrevista en la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, pasaríamos el listado en orden alfabético, indicando quiénes pasaron 
por el proceso de la entrevista. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se procede de esa manera. 
(Se vota:) 
11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Hay una sugerencia para reunirnos nuevamente el jueves 29, que es el día que debemos pasar 
el listado. Si los demás señores Legisladores están de acuerdo, entonces sesionamos el jueves 29 a las 9 
de la mañana para proseguir con el trámite de la Comisión. 


(Apoyados.) 
—Estamos en condiciones de recibir al primer entrevistado, contador Marcos Israel. 
(Ingresa a Sala el contador Marcos Israel.) 


-Es un gusto recibir al contador Marcos Israel en el marco de las entrevistas que estamos 
realizando en la Comisión Especial de Derechos Humanos para la elección de los futuros Directores de la 
Institución Nacional de los Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Queremos decirle al señor Israel que la Comisión cursó nota a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y a la Corte Electoral a los efectos de que se nos comunique si hay alguna inhibición vinculada al 
artículo 45 de la ley. Hemos recibido la información respectiva de la Oficina Nacional del Servicio Civil pero 
no de la Corte Electoral y queríamos hacérselo saber. De la misma manera, le informamos que dispone de 
diez minutos para realizar su exposición y que hay otros diez por si los señores Legisladores quieren hacer 
preguntas o solicitar que amplíe lo que ha dicho. 


Tiene la palabra el señor Israel. 


SEÑOR ISRAEL.- La oportunidad de integrar la Institución Nacional tiene para mí una significación 
superlativa por el recorrido comenzado a mediados de los años ochenta y que en los noventa se vio 
enriquecido con la participación de otros colectivos, en un trabajo conjunto que tuvo un momento muy 
especial con motivo del proceso hacia la Conferencia de Durban, en el año 2000. Esto implicó que una 
cantidad muy importante de instituciones representativas de un amplio espectro de la sociedad uruguaya 
trabajaran en forma mancomunada y con un objetivo colectivo. Incluso, eso llamó la atención de la Alta 
Comisionada de Derechos Humanos, señora Mary Robinson, porque fue un hecho singular a nivel mundial 
que en un país se reuniera la sociedad civil para hacer un trabajo conjunto. Tanto fue así que poco después 
de la Conferencia de 2001 visitó Uruguay y quiso conocer lo que habíamos dado en llamar “Coordinadora 
Nacional de Apoyo a la Conferencia de Durban”. En realidad, fue un gran reconocimiento para nosotros y 
nos motivó a seguir con ese trabajo durante varios años, hasta que se promulgó la Ley N* 17.817, de 
creación de la Comisión Honoraria de Lucha Contra el Racismo, que también integramos y que para 


nosotros significó un nuevo hito en un trabajo articulado con organismos del Estado. Con el paso de los 
años y mirando en perspectiva se comprende el interés que tuvo la Alta Comisionada porque, en definitiva, 
esta trayectoria nos ha permitido conocer, comprender y hasta internalizar la sensibilidad de los otros. Si lo 
que queremos es generar una cultura de derechos humanos -y ese es uno de los objetivos de la Institución 
Nacional-, se requiere una interacción entre el Estado y las organizaciones sociales en un trabajo 
mancomunado para lograr los objetivos que ya mencioné. 


La Comisión Honoraria fue una buena experiencia para quienes la integramos, aunque 
lamentablemente no todas las instituciones lo pudieron hacer porque la ley limita su participación. También 
existieron limitaciones y las expectativas no se colmaron debido al carácter honorario y la falta de recursos 
humanos y materiales, y es por eso que desde el principio seguimos de cerca la posibilidad de que se 
creara una institución nacional. Cuando se promulgó la Ley N* 18.446 nos pusimos a pensar cómo 
podríamos colaborar porque entendíamos que desde allí podíamos generar un nuevo hito de nuestra 
participación. Personalmente, participé en el simulacro de Asamblea Nacional que se desarrolló en la 
Intendencia de Montevideo, donde se consideró que este era el lugar donde teníamos que participar. Para 
mí es un honor representar a todas las instituciones que me honraron con esta candidatura. 


Desde el punto de vista del sistema internacional de derechos humanos, quiero hacer la siguiente 
reseña. 


En 1945 se elabora la Carta de Naciones Unidas y ya en 1946 se comienza a hablar de las 
instituciones nacionales de derechos humanos, creándose la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas. En 1978 se generan los primeros borradores conceptuales y en 1991 se establecen los Principios 
de París, que son el marco conceptual fundamental de la institución nacional recogida en la Ley N* 18.446 
y su modificativa, la Ley N* 18.806. De allí en adelante el proceso fue evolucionando y en el año 2006, con 
la creación del Consejo de Derechos Humanos —en sustitución de la Comisión de Derechos Humanos-, la 
participación de las instituciones nacionales se vuelve muy ostensible, ya que en el mecanismo de examen 
periódico universal está previsto que elaboren su propio informe y, además, que tengan voz en el Pleno del 
Consejo inmediatamente después de la comparecencia del Estado. En el caso del Uruguay, compareció en 
2009 y debe hacerlo nuevamente en 2014. 


Por otra parte, en la Conferencia de Viena del año 1993 se propone la creación de la Oficina del 
Alto Comisionado de Derechos Humanos, organismo que se ha vuelto muy importante. Esta provee 
asesoramiento técnico y jurídico y, además, colabora con el Comité Internacional de Coordinación de 
Instituciones Nacionales y con el PNUD. De esta manera se puede establecer un mecanismo de examen 
estratégico anual. Además, tiene un programa de becas bien interesante para instituciones nacionales de 
tipo A. 


El Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones Nacionales es una red global de 
instituciones nacionales que acredita a las instituciones nacionales y las categoriza en A, B o C según el 
grado de cumplimiento de los Principios de París. 


Por otra parte, al día de hoy existen nueve órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos, además de la Corte Penal Internacional, creada por el Estatuto de Roma en 1998. 
Paralelamente, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos —que es muy importante— está 
conformado por el Consejo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos. 


A nivel del Mercosur, tenemos la Reunión de Altas Autoridades de Derechos Humanos y el 
Observatorio de Políticas Públicas de Derechos Humanos, donde se reúnen importantes ONG regionales. 


Aparte de ello, tenemos el entramado de ONG internacionales que históricamente jugaron un 
papel muy importante en la defensa de los derechos humanos. 


Quiero señalar que los objetivos de la Institución Nacional están fijados de forma muy precisa en 
el artículo 1% y refieren a la promoción y protección de los derechos humanos. Considero que el marco 
conceptual que debe guiar a la Institución Nacional es el de articular y fortalecer el sistema nacional de 
derechos humanos. Además de la Constitución, la separación de Poderes y el Estado de Derecho, hay 
toda una institucionalidad específica de derechos humanos que es bien importante. En este sentido, hay 
cinco Ministerios que tienen direcciones o departamentos de derechos humanos. Asimismo, existe una 
Dirección de Derechos Humanos en la ANEP, una Comisión de Derechos Humanos en la Cámara de 
Representantes, un Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario y un Defensor del Vecino en 
Montevideo; cabe aclarar que los dos últimos están específicamente mencionados en el artículo 10 de la 
Ley y deben coordinar sus actividades con esta Institución Nacional. 


Por otra parte, está el Comité de Observadores de los adolescentes infractores, el Comité para la 
erradicación de la explotación sexual infantil, el Comité Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil, 
el Consejo Nacional Consultivo de lucha contra la Violencia Doméstica, el Consejo Nacional Consultivo 
Honorario de los Derechos del Niño, Niña y el Adolescente y la Comisión Honoraria que ya mencioné, las 
unidades temáticas en defensa de los derechos de los afrodescendientes en las Intendencias de 
Montevideo y de Artigas, una Oficina Anti Discriminatoria en la Intendencia de Rivera, la Junta Nacional de 
Migración, el mecanismo de género de las Intendencias Municipales y una comisión de coordinación de 
género a nivel del Congreso Nacional de Intendentes, así como comisiones departamentales de Violencia 
Doméstica. Sin ser taxativo creo que esto muestra el panorama de una estructura importante con la que la 
Institución Nacional debe interactuar para articular de la mejor manera posible. 


Además, creo que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo debe 
ser la puerta de entrada más importante que permita la interacción entre los organismos gubernamentales 
y la sociedad civil. Hoy en día la interacción existe, pero los mecanismos que prevé la ley son bien 
importantes para ordenar, profundizar y jerarquizar esa relación entre la sociedad civil y el sistema nacional 
de derechos humanos. 


Con respecto a la organización de la Institución Nacional, entiendo que el Consejo Directivo debe 
ser bien dinámico, por lo que además de su actividad tradicional, que consiste en la dirección y el 
planeamiento estratégico, debe contar con un involucramiento personal al más alto nivel en relación con los 
problemas planteados, ya que su complejidad y variedad así lo requieren. 


Inclusive, entiendo que la construcción de la legitimidad de la Institución Nacional y la generación 
de confianza deben ser metas permanentes del Consejo Directivo. 


Otro organismo importante de la Institución Nacional será la Asamblea Nacional, en la que 
estarán presentes todos los actores: los Poderes del Estado, la sociedad civil y los organismos bajo la 
competencia de la propia Institución. No solamente serán relevantes las reuniones en sí mismas —que ya 
están previstas—, sino además lo que surja de allí como trabajo permanente durante el resto del tiempo, por 
ejemplo, en materia de relatorías y de trabajos en equipo, plasmándose allí “como decía anteriormente- la 
tarea mancomunada y la integración de las distintas ópticas. Precisamente, esto va a permitir la generación 
de una cultura de derechos humanos que es una de las claves de la Institución Nacional. 


Tal como está previsto en la ley, la Institución Nacional contará con un cuerpo de funcionarios. A 
mi juicio, su selección requiere ciertos criterios muy precisos en cuanto a la diversidad que debe haber 
tanto en el funcionariado como en el Consejo Directivo. Para trabajar en esta Institución, además de 
habilidades y conocimiento, se requiere compromiso y lealtad. 


Por otra parte, las agendas que debe tener la Institución Nacional son fundamentales. A mi juicio, 
hay tres agendas importantes: una es la que tiene que ver con las Asambleas Nacionales; otra es la de 
monitoreo, que es la que va a dar cumplimiento a las facultades contempladas en el artículo 35 —que 
requiere un trabajo sistemático y que por lo tanto debe contar con su propia agenda-; y otra es la 


internacional, que es relevante porque la articulación con lo internacional es una de las fuerzas que va a 
tener la Institución Nacional. En este sentido, lo primero a desarrollar dentro de la agenda internacional es 
la obtención del reconocimiento del Comité Internacional de Coordinación y la categoría A, que es lo que 
evidentemente se está apuntando a lograr a través de la ley. 


La Institución Nacional tiene un carácter realmente especial en el sentido de que no es un 
organismo gubernamental ni no gubernamental. A su vez, tiene un principio importante de autonomía que, 
además de ser una potestad, es también un desafío, en el sentido de que debe trabajar estrechamente con 
organismos gubernamentales y no gubernamentales, pero manteniendo su independencia. Esto es algo 
que requiere un trabajo consciente de equilibrio permanente. 


Con respecto a la selección del personal, diría lo siguiente. Se debe atender a la diversidad y es 
importante que las distintas sensibilidades estén presentes a la hora de encarar los problemas. En la 
Comisión Honoraria hemos visto lo relevante que es tener la sensibilidad necesaria frente a los problemas 
que se pueden plantear. 


Por otra parte, el primer punto de la agenda de monitoreo es justamente entrar en contacto con 
esa gama de instituciones que ya existen y empezar a articular con ellas el trabajo y la interacción. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría preguntarle lo mismo que a los otros entrevistados. Quisiera saber cuál 
es su opinión acerca del valor y la importancia de las resoluciones y recomendaciones de los organismos 
dedicados al sistema de supervisión, prevención y promoción de los derechos humanos, tales como la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos o el Comité de Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, con relación a lo que dictan sobre Uruguay. 


SEÑOR ISRAEL.- Francamente, me parece que tiene suma importancia. El sistema internacional de 
derechos humanos tiende, precisamente, a generar un marco del cual no puedan escapar los problemas 
locales. Se trata de un marco genérico que, en la medida en que se va poniendo en práctica en cada país, 
crea un estatuto sobre los derechos humanos sumamente importante. Por lo tanto, creo que toda la 
interacción que podamos tener con esa organización —que es bastante y que tiene mucha tradición, ya que 
el Consejo Interamericano data de 1959- es un gran respaldo para el trabajo de la institución nacional y 
para el avance de los derechos humanos en el país. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría saber cómo vincula el mandato constitucional del artículo 72 —si no lo 
tiene presente, lo podemos leer— con estas resoluciones de la Organización de las Nacional Unidas o del 
sistema interamericano, ya sea de la Comisión como de la Corte. 


SEÑOR ISRAEL.- Creo que en la medida en que el país va ratificando los distintos pactos y tratados 
internacionales, esto se vuelve obligatorio. A mi entender, esa es la clave. Seguramente, una de las 
cuestiones que va a aparecer en nuestra agenda, de cara a la primera Asamblea Nacional, es que hay una 
cantidad de resoluciones que no estamos cumpliendo, ya sea debido a la inconsistencia de las normas o a 
la falta de ellas. Algunos ejemplos ilustrativos son la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, los protocolos facultativos, algunas normas relativas a los 
discapacitados, entre otros, integrando una lista larga. 


Me parece que la clave pasa por hacer un esfuerzo para que todos esos convenios que Uruguay 
ha tenido a bien ratificar comiencen a cumplirse. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada, quiero saludar al señor Israel y agradecerle su presencia. 


Me voy a referir a los derechos económicos y sociales, de los cuales una gran mayoría de 
nuestra población carece, tales como la vivienda digna, la educación, los derechos humanos laborales, o 


que el medio ambiente esté en consonancia con una vida sana y adecuada. ¿Qué opina sobre ese tema y 
qué medidas piensa que debería adoptar la Institución Nacional de Derechos Humanos a ese respecto? 


SEÑOR ISRAEL.- Indudablemente, los derechos económicos y sociales son parte integrante de los 
derechos humanos y, por lo tanto, tienen que estar en las agendas. Seguramente, si la participación de la 
sociedad civil es bien amplia, estas cosas surgen en forma natural. Sin duda, resultan muy importantes las 
experiencias y la sensibilidad de los distintos colectivos. 


Es evidente que este es un tema bastante complejo que muchas veces requiere políticas de 
gobierno que tengan en cuenta cuál es el punto básico de los derechos que deben ser atendidos 
obligatoriamente. Creo que esto se encuentra en la lista de aspectos que tenemos que trabajar en 
profundidad; seguramente también aparecerán los derechos ambientales, todo lo que hace a la legislación 
laboral y demás. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas de los señores Legisladores, agradecemos la 
presencia del contador Marcos Israel y damos por finalizada la entrevista. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala el contador Marcos Israel.) 


(Ingresa a Sala el doctor Guillermo Maciel.) 


—Damos la bienvenida al doctor Guillermo Maciel, a quien con mucho gusto le ofrecemos la 
palabra. 


SEÑOR MACIEL.- Muchas gracias señora Presidenta y señores miembros de la Comisión. 


Es un honor para nosotros comparecer ante ustedes en este punto de partida, que es el inicio y la 
inauguración de algo tan importante para la nación, para el país, como es esta Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Creemos que es un instrumento fundamental, formidable, porque va a consolidar la democracia, 
va a fortalecer las instituciones y simultáneamente, en lo que tiene que ver concretamente con los derechos 
humanos, va a brindarles a los ciudadanos, a todos los uruguayos, las mayores garantías, a través de un 
marco jurídico tan detallado, tan pormenorizado, como el que refleja la Ley N* 18.446. 


Quiero hacer referencia, específicamente, a la ley del 2008. Lo primero que se nota es su 
amplitud; estamos hablando de casi cien artículos —ochenta y tres, para ser más precisos—, algunos de 
ellos muy importantes, como el 4*, que tiene que ver con las competencias de la Institución, o el artículo 35, 
que regula las funciones específicas del Consejo Directivo. Estas disposiciones imponen una carga 
importantísima y una gran responsabilidad a los miembros de ese Consejo Directivo. Por lo tanto, 
consideramos que esa ley tan extensa no tiene que quedar en una letra muerta, sino que el corazón que la 
va a hacer latir, el que debe lograr que esa ley se transforme en algo vivo para el país y para sus 
ciudadanos es, justamente, el Consejo Directivo. Con respecto a su funcionamiento, el artículo 40 de la Ley 
prevé la posibilidad de que la Comisión Especial parlamentaria reciba a los postulantes para ser 
escuchados sobre las propuestas que tengan para hacer al respecto. 


Ante todo, queremos decir que nos congratulamos de que sea un colegiado. El tema en sí de los 
colegiados, su efectividad y la forma de llevar adelante las resoluciones, siempre ha estado en discusión. 
Creemos que esto ha sido un acierto del Legislador porque implica pluralismo, debates, compartir ideas y 
llegar a acuerdos. Además, en un tema tan sensible como lo es el de los derechos humanos soy 
absolutamente proclive a que no priven las mayorías, sino el consenso, porque ello implica no dejar 
excluidos, no dejar afuera gente que piensa diferente, que no se pudo convencer o que no vota igual. Los 
consensos tienden a unificar y buscan la obtención de logros —cediendo o transando— en los que todos 
estemos de acuerdo. 


¿Cuáles son las ideas que tenemos en mente para el funcionamiento del Consejo Directivo? 
Creemos que el orden no es de importancia y en función de ello nos vamos a referir a cada una de ellas. 


En primer lugar, creemos que la forma de trabajo del Consejo Directivo debe ser autónoma, 
independiente, imparcial, objetiva y debe estar fundamentalmente guiada por la buena fe y la sensibilidad. 
Creo que esos dos principios en materia de derechos humanos son fundamentales. 


En segundo término, un elemento a considerar es la actitud que debe tener el Consejo Directivo, 
que según mi criterio tiene que ser proactiva y no pasiva en absoluto. Además, tiene que incidir en la 
sociedad y dar a conocer que existen esta institución y esta ley, es decir, crear lo que llamaría una cultura 
de respeto en materia de derechos humanos. 


En tercer lugar, debemos considerar todo lo que tiene que ver con el ámbito de la cooperación. 
¿Qué implica tal cosa? Estar dispuestos a dialogar, a contactarse, a vincularse con lo que ya prevé la Ley, 
o sea, con el Defensor del Vecino, con el Comisionado Parlamentario, con todas las asociaciones civiles e 
instituciones que trabajan en la temática de los derechos humanos, con aquellas instituciones que lo hacen 
dentro del Estado -como la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura o la 
División de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores— y, también, con organismos 
internacionales. 


En cuarto término, creemos que toda organización —y aquí aparece la deformación profesional por 
ser docente de Ciencia Política en la Facultad— tiene la tendencia natural a la burocratización. Por lo tanto, 
esta organización debe apuntar a no ser burocrática sino que, por el contrario, debe ser pragmática y 
efectiva. Estamos hablando de garantizar, defender y velar los derechos humanos, por lo que en el 
informalismo a favor del administrado y la defensa de esos derechos, debe ser lo más ejecutiva y lo más 
pragmática. 


En quinto lugar, debemos mirar hacia el Derecho Comparado, o más bien a la experiencia 
comparada, que es muy rica en esta materia, en la medida en que se ha ido ampliando y que los derechos 
humanos se han instaurado en prácticamente todo el mundo, obviamente, mucho más en donde hay 
democracia, formando instituciones análogas o muy similares a la que se aprobó por ley en el año 2008. 
Uno de los casos es la experiencia chilena, que va muy a la par en el tiempo con nuestra institución —en 
ese país se llama Instituto Nacional de Derechos Humanos-, y que en poco tiempo ha logrado una rica 
experiencia. Por ejemplo, ya se ha realizado en Chile —y está disponible en la página web-— la Primera 
Encuesta Nacional de Derechos Humanos, que refleja datos muy interesantes y que pueden ser 
extrapolables a nuestro país. Por ejemplo, uno de estos resultados tiene que ver con la consulta a la 
ciudadanía chilena sobre qué entendía por derechos humanos. El 90% de los consultados vinculaba ese 
tema exclusivamente con las violaciones a los derechos humanos y las atrocidades cometidas durante la 
dictadura militar; con nada más que eso. Quiere decir que la población no está al tanto de algunos 
conceptos intrínsecos de derechos humanos vinculados a la sociedad, el trabajo, la educación, la salud, 
etcétera. 


En sexto lugar -y no menos importante— está lo que tiene que ver con el cumplimiento de los 
cometidos específicos que establece la ley, a cuyo respecto distinguimos cuatro grandes capítulos. El 


primero de ellos tendría que ver con las denuncias y su instrucción, lo cual directamente está a cargo del 
Consejo Directivo, esto es, de cada uno de sus miembros elegidos en forma rotativa, tal como establece la 
Ley. Estamos hablando de la adopción de todas las medidas de emergencia que sean necesarias en 
función de las denuncias. 


El segundo capítulo —-también importante— estaría vinculado a las sesiones ordinarias y 
extraordinarias. En este momento quiero hacer especial hincapié en las sesiones extraordinarias. Como 
bien lo establece la ley, se van a transformar en asambleas nacionales de derechos humanos. Esto implica 
que sean abiertas y públicas y, a su vez, una invitación a la ciudadanía, a través de las organizaciones 
sociales, a sumarse a ellas, a apoyarlas. Esta sería una forma de hacer visible a esta nueva institución que 
estará ubicada en un lugar de privilegio: nada más y nada menos que en el Parlamento Nacional, que es la 
representación de la soberanía popular y reflejo del ejercicio más directo de la democracia representativa 
liberal. 


La ley incluye uno o dos aspectos más que también son importantes, pero no tanto como estos 
dos primeros. Creo que los relativos a las asambleas y a las denuncias son capitales. Los otros dos 
capítulos son de orden y tienen que ver con la elaboración de su propio presupuesto y con la rendición de 
cuentas correspondiente. Por supuesto que una vez al año se presentará un informe al respecto a la 
Asamblea General. 


Norberto Bobbio —que es uno de mis autores preferidos, tal vez por deformación profesional- se 
sentía un poco incómodo con el tema de los derechos humanos, ya que no encontraba su fundamento 
concreto. Decía que no existía un concepto inequívoco de derechos humanos sino que este va variando 
con el transcurso del tiempo. Ya estamos en la tercera generación de derechos humanos y hay quienes 
sostienen que ya están presentes una cuarta y una quinta generación. Entran en conflicto entre sí y, 
entonces, ¿cómo se podría llegar a un concepto absoluto e inequívoco de derechos humanos? Creo que 
esta ley va por el camino correcto porque justamente apunta a que queden en claro los conceptos de 
defensa, protección y garantías de los derechos humanos en el sentido más amplio que existe. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PUIG.- Antes que nada quiero agradecer la presencia del doctor Maciel en la Comisión. 


Simplemente señalo que uno de los aspectos a tener en cuenta en este proceso de constitución 
de esta institución es la experiencia en materia de derechos humanos. Solicitaría al doctor Maciel que 
señalara brevemente los aspectos más destacados, en sus 27 años de actividad profesional, de su 
participación en este tema que nos convoca. 


SEÑOR MACIEL.- En el largo proceso como funcionario público me ha tocado trabajar en varias 
reparticiones del Estado. Una de ellas fue el Ministerio del Interior, donde he visto lo que es la realidad del 
tema carcelario. En este sentido, tenemos dos grandes problemas; uno de ellos apunta a solucionarse en 
la medida en que se están construyendo nuevas instalaciones, lo que implica salir del hacinamiento, de las 
condiciones infrahumanas en las que los presos han tenido que vivir durante mucho tiempo. Tengamos en 
cuenta que estamos hablando de una población carcelaria que sigue en aumento. 


Simultáneamente, existe otro fenómeno tan grave e importante como el primero -hablando en 
términos deportivos, devuelvo la pelota y la pongo en la cancha de los señores Legisladores—, que tiene 
que ver con el Código del Proceso Penal. En cada Legislatura y Gobierno que ha habido luego de 
instaurada la democracia se ha planteado el tema de la reforma del Código del Proceso Penal. ¿Qué 
implica esto? Que hoy haya grave violación de los derechos humanos en la medida en que la inmensa 
mayoría de las personas privadas de libertad están procesadas, pero sin condena. No hay una sentencia 
definitiva sobre su causa y, por lo tanto, no saben cuánto tiempo estarán presas. Estar cerca de esta 
realidad durante casi siete años me ha dado —creo yo— una visión diferente a la del ciudadano común, que 


no tiene la posibilidad de acercarse para ver lo que es la vida en las cárceles, las dificultades de los presos 
y en particular el hecho de estar procesado sin condena. En realidad, creo que esto significa una doble 
condena para el preso, es decir, estar privado de su libertad y no saber por cuánto tiempo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quería agradecer al señor Maciel por su presencia en esta Comisión y preguntarle 
qué valor da a las resoluciones o recomendaciones de los organismos internacionales de supervisión, tales 
como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o el Comité de Derechos Humanos del Protocolo 
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Eventualmente, me gustaría saber su 
vinculación con el artículo 72 de la Constitución de la República. 


SEÑOR MACIEL.- En primer lugar, quisiera hacer dos acotaciones y dejar el artículo 72 para el final de 
esta respuesta, comenzando por la vinculación. 


Lamentablemente, en Derecho —en derechos humanos esto no tendría que ocurrir— tenemos dos 
bibliotecas. Desde el punto de vista stricto sensu y apelando a la doctrina, una porción importante de esta 
entiende que esos actos no son vinculantes en la medida en que no son una sentencia. No obstante, la 
doctrina más moderna acoge la posición contraria. Por ejemplo, Oddone en Argentina sostiene que son 
actos vinculantes. ¿Por qué? Porque implican todo un proceso, porque se dan todas las garantías y porque 
de alguna manera los Estados participan de los organismos u organizaciones de las cuales emanan esas 
recomendaciones. Hay una posición ecléctica que refiere a que son vinculantes en la medida en que no 
coliden con el Derecho interno donde se aplicarán. Mi posición es inclinarme por las doctrinas más 
modernas en el sentido de que son o deberían ser vinculantes. También me gusta la idea de que no colidan 
con el Derecho interno en la medida en que esté armonizado con lo que son las normas internacionales. Si 
choca con las normas internacionales, ahí tenemos un problema. 


En cuanto al artículo 72, coincido con aquellos que entienden que tendríamos que elevar a rango 
constitucional la normativa internacional, es decir, los tratados, pactos y convenciones ratificados por 
nuestro país en materia de derechos humanos. Por lo tanto, creo que el actual genérico artículo 72 bien 
podría ser complementado, ya sea por una reforma constitucional —que a veces genera ciertas 
complicaciones- o por una ley interpretativa que por ejemplo agregase -como se ha sostenido- un 
segundo inciso en el cual se estableciese expresamente qué convenciones, tratados y pactos en materia 
de derechos humanos tendrán rango constitucional. 


SEÑORA MOREIRA.- Con el doctor Maciel —a quien doy la bienvenida— compartimos quehaceres, por lo 
que le voy a pedir una reflexión politológica sobre cómo evaluaría la situación del Estado de Derecho en 
materia de derechos humanos en el Uruguay, es decir cuáles serían a su juicio las principales carencias de 
nuestro Estado de Derecho en términos de derechos humanos, así como las importantes falencias o las 
áreas a las que la Institución debería dedicarse en forma más urgente. 


SEÑOR MACIEL.- Considero que el Uruguay ha avanzado mucho. De hecho, es de los países que ha 
ratificado y adherido a mayor cantidad de convenios, pactos y tratados en esta materia. Ahora bien, una 
cosa es la adhesión y otra el cumplimiento. Por lo tanto, en el haber tenemos el crédito de haber adherido y 
ratificado y de estar en el buen camino y avanzar por ahí; en cambio en el debe tenemos: ser consistentes 
en el cumplimiento de esos tratados, pactos y convenios. En definitiva, creo que el Uruguay viene 
recorriendo un camino pero todavía le queda un largo trecho por recorrer. Esto no le sucede solo al 
Uruguay, sino a todos los países de la región. Por un lado tenemos el arrastre de lo que fue el gobierno 
militar, que ha dejado secuelas que no terminan de cicatrizar y, por otro, hay temas de marginalidad, de 
violencia doméstica y de discriminación de todo tipo, tanto de género como de raza. Tenemos que 
armonizar las normas, lo que es fundamental. En ese sentido, hay un trabajo realizado por lelsur con 
PNUD -—que, si no recuerdo mal, fue publicado en el año 2006, con prólogo escrito por el entonces 
Vicepresidente Nin Novoa— donde, justamente, se plantea la cuestión del Derecho interno nacional y la 
armonización con las normas supranacionales, marcándose también qué normas no se han venido 
cumpliendo y cuáles hay que ajustar. Creo que a eso hay que abocarse. 


Por último, cabe mencionar el seguimiento que los organismos internacionales hacen de las 
pautas de los derechos humanos en nuestro país. Creo que, con esos seguimientos, con los que produzca 
la propia Institución y con los aportes que realicen organizaciones como, por ejemplo, Serpaj, estaríamos 
en condiciones de avanzar mucho más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En nombre de la Comisión, le agradecemos la información brindada. 


A continuación, pasamos a cuarto intermedio hasta las 10 y 30 horas, momento en que 
recibiremos al próximo entrevistado. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 16 minutos.) 
—Retomamos la sesión. 
(Es la hora 10 y 29 minutos.) 
—La Comisión recibe a la doctora Hebe Martínez Burlé, a quien dejamos en el uso de la palabra. 
SEÑORA MARTÍNEZ BURLÉ.- Muchas gracias a todos. 


Mi aspiración a ocupar este cargo constituye un gran desafío. Desde niña me he dedicado a los 
grandes desafíos, a la lucha contra las injusticias, y creo que hay muchísimo para hacer, como también 
muchos valores y principios a rescatar. Hay que educar a la población, a los empleados y a los 
funcionarios. 


Un tema que me preocupa particularmente desde hace más de cuarenta años es el del Poder 
Judicial. Entiendo que es un gran responsable de muchas violaciones a los Derechos Humanos porque no 
ha respetado instituciones, como por ejemplo, la del Comisionado Parlamentario, que fue creada por este 
Poder Legislativo. Se crean organismos cuyo fin es complementar y custodiar, pero que después son 
desoídos. Creo que deberíamos hacer un análisis general de cómo estamos, porque una democracia con 
un Poder Judicial débil no es buena. Y lo cierto es que tenemos un Poder Judicial que no puede ser tocado. 
Aquí el Parlamento es cuestionado por la gente y la oposición, y ni hablemos de lo que ocurre con el Poder 
Ejecutivo. Sin embargo, el Poder Judicial es más intocable que la Virgen María —pongo ese ejemplo porque 
a la Virgen María la visitó el Espíritu Santo—; absolutamente nadie lo puede tocar, a pesar de que ocurren 
cosas desastrosas. Baso esta apreciación en mi experiencia personal y considero que este es uno de los 
pilares fundamentales para establecer un verdadero instituto de Derechos Humanos que abarque todas las 
áreas, esto es, desde las incapacidades y los adultos mayores, hasta la falta de respeto en las oficinas 
públicas —lo que puede ser tomado como algo menor, cuando no lo es, porque implica una falta de respeto 
hacia la ciudadanía, hacia la gente- y la burocracia, que también es violatoria de un derecho humano 
porque la persona tiene que disponer de dos o tres horas para hacer un mero trámite. Entiendo que dentro 
del instituto deberían englobarse todos los temas, subdivididos en áreas especializadas a crearse, tales 
como: minoridad, empleados rurales, empleadas domésticas, adultos mayores, infancia y también asuntos 
penitenciarios, entre otros. Es decir, deberían crearse áreas específicas, sin desconocer el ámbito rural 
porque, sin lugar a dudas, Uruguay no es solo Montevideo, puesto que posee diecinueve departamentos. 


Estimo que este es un gran desafío, que debe realizarse en el campo físico y no detrás de un 
escritorio. El trabajo de los directores y asesores debe realizarse ín situ y sin previo aviso, porque muchos 
de los que hemos pasado por la Universidad sabemos que cuando, por ejemplo, visitamos las cárceles, allí 
se da una mejor comida, se cambia la frazada y se limpia. Lo mismo ocurre en la medicina. Por lo tanto, 
este trabajo —-que será muy arduo— deberá realizarse con la presencia en el campo físico, y lo que exprese 
este instituto deberá ser escuchado. 


Al respecto, tengo una experiencia personal muy próxima que voy a comentar. En efecto, existe un 
informe del Comisionado Parlamentario, elaborado por el médico de su organismo, que expresa que 
determinada persona no puede mantenerse recluida y, sin embargo, el Poder Judicial hizo oídos sordos y 
omitió totalmente ese aspecto. Me parece que no sirve de nada seguir creando organismos con la intención 
de lograr mejoras mientras lo que en ellos se decida no provoque real y efectiva reacción en los institutos. 


Por eso, creo que si se logra poner en marcha la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, debe actuar en la calle y no atrás de un escritorio; no esperar a recibir denuncias 
anónimas sino ir a conocer la realidad ín situ, constatándola directamente con propios ojos. Hay que salir a 
recorrer los lugares donde todos sabemos que hay problemas y abarcar absolutamente todas las áreas. 


A modo de ejemplo, diría que contamos con un precioso tratado que aborda el tema de la 
discapacidad, y sin embargo no se lleva a cabo. Por lo tanto, me parece que es demasiado amplio todo lo 
que hay que hacer en este sentido. 


Creo que aquí todos me conocen y saben que desde muy jovencita me he enfrentado a 
importantes desafíos, como por ejemplo el juicio que llevé adelante contra un jugador de Nacional —y 
espero que lo que voy a comentar no sea tomado en consideración por sus hinchas- que lesionó a uno de 
Peñarol, que sentó jurisprudencia mundial y que en ese momento era una absoluta locura. De ahí en 
adelante me he enfrentado a varios desafíos y considero que todavía tengo fuerza como para enfrentarme 
a otros, siempre basándome en la búsqueda absoluta de justicia, sin colores, sin partidos y sin nada más 
que el reclamo de justicia para todos los ciudadanos uruguayos, porque creo que todos tenemos derecho a 
ella. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora Presidenta: en primer lugar, agradecemos la presencia de la doctora 
Martínez Burlé. 


En segundo término, voy a realizarle una pregunta que también formulé a otras personas 
entrevistadas. Quisiera saber qué valor da la doctora a las resoluciones de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos o del Comité de Derechos Humanos del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos en relación con nuestro Derecho. 


SEÑORA MARTÍNEZ BURLÉ.- Creo que todas las resoluciones, convenciones y tratados que firmamos, 
así como los organismos de los que formamos parte, son importantes; si formamos parte de ellos, 
debemos escuchar y actuar de acuerdo con las recomendaciones. De lo contario, ocurre lo que 
mencionaba anteriormente: tenemos firmados preciosos tratados que no se llevan a la práctica. Por lo 
tanto, o nos separamos de la comunidad internacional o actuamos de acuerdo con lo que ella nos 
recomienda. 


Asimismo, considero que todos los tratados internacionales que hemos firmado deberían ser más 
conocidos —insisto en este punto- a nivel del Poder Judicial, para que, como tales, puedan ser 
incorporados dentro del procedimiento uruguayo, y en caso de que exista una gran contradicción, se 
deberá decidir si se toma o no tal recomendación. 


Pienso que si estamos dentro de un organismo, participamos de sus recomendaciones y de 
alguna manera hacemos caso; de lo contrario, nos quedamos al margen de la comunidad internacional. 


SEÑOR PUIG.- Antes que nada, saludo la presencia de la doctora Martínez Burlé en esta Comisión. 


Si bien se está planteando —me parece que con acierto- que dado el carácter universal e 
indivisible de los derechos humanos ni siquiera deberían dividirse en derechos de primera, segunda y 


tercera generación, en su exposición inicial la doctora hizo referencia a aspectos que tienen que ver con los 
de segunda generación. 


Lo que me interesa saber es qué papel le asigna a los derechos económicos, sociales y culturales, 
y cuáles serían los cometidos a plantearse por la Comisión a este respecto, partiendo de la base de que a 
pesar de que estos derechos están consagrados en la Constitución, hay una cantidad importante de 
uruguayos que no acceden a ellos, como el trabajo digno, la vivienda y demás. 


SEÑORA MARTÍNEZ BURLÉ.- Antes que nada, quiero dejar en claro que para mí la Constitución es el 
libro más importante, pero como es tan chiquito se pierde en la biblioteca; dice cosas muy lindas que en la 
cotidianidad no se aplican. Pienso que lo primero que hay que hacer es leerla exhaustivamente y llevar a la 
práctica todos aquellos derechos que establece y que, por lo tanto, nos mandatan sin excepción. De esa 
manera estaríamos cumpliendo con la Constitución, que es nuestro primer deber como ciudadanos. 


SEÑORA MOREIRA..- Doy la bienvenida a la doctora Hebe Martínez Burlé. 


En función de la vastísima experiencia que tiene en relación con la labor parlamentaria —ya que es 
asesora técnica de Bancada-, quisiera preguntarle cómo imagina que va a trabajar esta Institución 
Nacional de Derechos Humanos. Usted había mencionado que una buena forma de hacerlo sería por 
áreas. ¿Cuáles podrían ser esas áreas y cómo sería el vínculo con el Parlamento? 


SEÑORA MARTÍNEZ BURLÉ.- Sin lugar a dudas, el trabajo de esta Institución debería separarse por 
áreas porque todo no se puede abarcar; seamos realistas: estamos frente a la más vasta gama de 
situaciones. Obviamente, también habrá que contar con un grupo de asesores calificados, y si hay algún 
consejero especializado en un tema, tendrá que abocarse especificamente a él, sin perjuicio del trabajo en 
equipo, que para mí es fundamental, ya que dos cabezas piensan mejor que una. 


Entonces, primero habrá que marcar los perfiles sobre los cuales comenzar a trabajar, pero sin 
lugar a dudas, reitero, si no se distinguen diferentes áreas, esto se va a transformar en un gran “juntadero” 
de expedientes y no se va a avanzar. Habrá que tener gente preparada y asesorada que, además, trabaje 
coordinadamente y siguiendo las pautas que va a marcar ese Consejo. 


Por otra parte, aunque no fue preguntado, creo que se necesitará brindar mucha información a la 
ciudadanía sobre cuáles son sus derechos. Asimismo, habrá que establecer una delimitación para que no 
haya, por ejemplo, denuncias tales como que el gato del vecino molesta. O sea que deberá haber alguien 
especializado en calificar y definir cuáles son las denuncias viables y cuáles no. Sin perjuicio de esa 
calificación, las denuncias igual deberán pasar por los consejeros —quienes no podrán deslindar esa 
responsabilidad—, porque estamos trabajando con grupos humanos y podría desecharse alguna denuncia 
que debería ser atendida. 


En síntesis, si no se reparte el trabajo por áreas y se profundiza en cada una de ellas, va a ser 
muy difícil llegar a cumplir el objetivo. 


SEÑOR ESPINOSA.- No es mi intención discrepar con las opiniones de la doctora, sino simplemente hacer 
una reflexión. 


En más de una oportunidad la doctora ha expuesto públicamente una mirada negativa con 
respecto a la Justicia, con la que mantiene alguna diferencia. Inclusive, ha afirmado que en Uruguay la 
Justicia no existe. En este sentido y teniendo en cuenta el futuro funcionamiento de la Institución Nacional 
de Derechos Humanos, ¿cómo cree que se podría armonizar su trabajo con esa Justicia que, desde su 
punto de vista, requiere tantas reformas y reformulaciones? 


SEÑORA MARTÍNEZ BURL É.- En primer lugar, quiero aclarar que cuando hablo de la Justicia, me refiero 
a la Justicia con mayúscula; no quiere decir que no exista el sistema judicial. Y aclaro que hablo del 
sistema y no del Poder Judicial, porque no es un Poder independiente, sino que depende enteramente del 
presupuesto que el Parlamento le vote. Por lo tanto, ni siquiera es un Poder. No es que no crea en la 
Justicia; creo y he peleado toda mi vida por ella; sin embargo -y sin lugar a dudas—, en los hechos no se 
aplica debido a la incapacidad de muchos jueces y fiscales. Esto lo he hablado, incluso con los Ministros de 
la Suprema Corte de Justicia, tanto los anteriores como los actuales. Hemos tenido, por ejemplo, Ministros 
golpeadores o Jueces psicópatas. Está claro que no se puede ser Juez por obra y gracia de Dios; en lo 
personal, considero que para poder llegar a este cargo uno debería ejercer la profesión durante dos o tres 
años y así saber lo que sucede del otro lado del mostrador. Creo que esto es posible en la medida en que 
se capte todo lo que está ocurriendo —y no lo digo con espíritu destructivo, sino en aras de mejorar ciertos 
aspectos- y se trabaje junto con la Suprema Corte de Justicia. 


Nuevamente me voy a referir a una experiencia personal que acabo de vivir, donde no tuve más 
remedio que denunciar —por primera vez en mi vida-— a una Jueza Penal por violación del Tratado de 
Discapacidad y del artículo 23 de la Constitución, porque no había manera se seguir. Lamentablemente, las 
denuncias contra los Jueces son muy esporádicas, ya sea debido a los propios temores de los abogados 
—“si denuncio a un Juez después no trabajo más” o “me va a caer el corporativismo encima”- o a causa de 
la negligencia. En tal sentido me considero responsable de no haber denunciado muchas cosas que vi, 
como por ejemplo, maltrato de Jueces o abogados a las personas que están interrogando. 


Entiendo que existen muchos aspectos desde el punto de vista humano y no podemos ser tan 
flexibles de dar estas potestades a las personas que van a juzgar nada menos que sobre la libertad de la 
gente. 


Creo que se debería profundizar en la búsqueda de un perfil más especializado, más capacitado, 
así como buscar buenos psicólogos y psiquiatras que puedan llevar a cabo esas evaluaciones. No 
debemos olvidar que tenemos un Instituto Técnico Forense en el que, lamentablemente, un médico puede 
decir que una persona es absolutamente inimputable y otro, con la misma profesión y en la misma 
categoría, puede afirmar que la misma persona es imputable. 


Por supuesto que hay muchísimas situaciones y nos llevaría todo el día mencionarlas; no 
olvidemos que se está resolviendo sobre la libertad de las personas y se trata de aspectos muy delicados. 
Hay gente que tiene la posibilidad de acceder a la contratación de abogados privados, que pueden discutir 
o añadir pericias particulares u otras que hagan dudar, pero hay personas que no pueden hacerlo, y se 
trata de la gran mayoría. Teniendo en cuenta estos casos es que afirmo que no hay Justicia, pero Justicia 
mayor. Me parece que para cumplir determinadas funciones debemos tener cierta responsabilidad y una 
capacitación realmente buena. 


Podría poner como ejemplo un hecho que beneficia a mi género pero que también lo considero 
injusto, y es que hay muchas Juezas de Familia divorciadas que cuando ven entrar a una sala a un hombre 
y a una mujer, de antemano el hombre es culpable porque lo identifican con su exmarido. Incluso, existen 
situaciones de maltrato de madres hacia hijos que ellas pasan por alto porque la otra parte es un hombre. 


Por estas razones, al principio me referí al tema del Poder Judicial ya que me parece 
tremendamente importante empezar a trabajar en forma coordinada con la Suprema Corte de Justicia, 
plantear todos estos problemas y hacer todo lo posible por mejorar nuestro sistema de vida en todas las 
áreas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que hemos completado los veinte minutos acordados, agradecemos la 
presencia de la doctora Hebe Martínez Burlé y damos por finalizada la entrevista. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la doctora Hebe Martínez Burlé.) 


(Ingresa a Sala la doctora María Elena Martínez.) 


—Damos la bienvenida a la doctora María Elena Martínez, a quien con mucho gusto le ofrecemos 
la palabra. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Muchas gracias, señora Presidenta. 


Ante todo, quiero decir que me siento muy bien en esta Sala, porque lleva el nombre de Daniel 
Díaz Maynard, una persona que tuvo mucho que ver con el tema que estamos trabajando ahora. Como 
todos sabemos, el doctor Díaz Maynard se preocupó y llevó adelante la creación —que, lógicamente, votó 
todo el Parlamento— de la única institución de protección de derechos humanos que hasta el momento 
existe, que es el Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario. De manera que, insisto, me siento 
muy bien en este lugar. 


Para poder ser más concreta y aprovechar el tiempo, voy a dar lectura a los puntos que me 
interesa plantear previamente, y luego estoy a disposición de los señores Legisladores. 


Me voy a referir a las propuestas de funcionamiento del Consejo Directivo de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Las instituciones conocidas con diversas denominaciones, como Ombudsman, Defensorías del 
Pueblo, Procuradurías, Comisionados, en nuestro caso, Institución de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo, son siempre de naturaleza compleja, tanto por sus competencias como por su funcionamiento. 
Esta complejidad se ve aumentada en el caso de nuestro país porque la dirección no está encomendada a 
un único defensor, sino a un órgano colegiado, el Consejo Directivo, caso poco común en la legislación 
comparada, tanto en la región como a nivel universal. Aunque la composición colegiada de la dirección 
puede parecer, en un análisis superficial, inconveniente, por ejemplo, por las posibles demoras en la toma 
de decisiones, la opción por la integración colectiva permite asegurar que la Institución Nacional tenga una 
integración pluralista, en concordancia con lo establecido en los principios del país. También es sumamente 
importante desde otro punto de vista, dado que asegura más garantías de independencia política a la 
institución. 


La organización colegiada obligará a funcionar con una alta cooperación y coordinación entre los 
cinco miembros, dado que se asumirán tareas de responsabilidad específica, a saber: recepción, trámite y 
distribución de denuncias, organización de las sesiones extraordinarias, asambleas nacionales de derechos 
humanos, etcétera. 


Todos los integrantes del Consejo deberán estar en condiciones de asumir y desarrollar las tareas 
que se realicen en cualquiera de las áreas, lo que implica un trabajo en común de todo el órgano de 
dirección en cuanto a la implementación de las reuniones ordinarias —que es posible que deban ser 
diarias—, así como de todas las sesiones urgentes que puedan plantearse ante problemas específicos, y de 
las sesiones extraordinarias. 


Una de las primeras actividades del Consejo Directivo deberá ser la de adoptar su reglamento 
interno. Creo que en forma previa debería resolver un diseño institucional que estableciera las diferentes 
áreas necesarias para ejercer las competencias fijadas en la ley, incluyendo las formas de articulación 
internas y externas. 


En mi opinión, las áreas básicas -y sin distinguir entre las sustantivas o de apoyo- deberían ser: 
asesoría del Estado en materia de derechos humanos; recepción, admisión y trámite de denuncias sobre 
violaciones a los derechos humanos, así como la actuación de oficio ante situaciones que lo hagan 
necesario; elaboración de planes para fomentar la educación en derechos humanos; divulgación pública de 
sus competencias; coordinación con otros órganos del Estado que realicen actividades similares, por 
ejemplo, con el Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario —esto ya ha sido establecido a 
texto expreso en la ley— y con la Comisión Nacional Honoraria de Lucha contra el Racismo, la Xenofobia y 
toda otra forma de Discriminación que en su ámbito tiene competencias muy similares a esta Institución 
Nacional y, por último, la relación de la Institución Nacional de Derechos Humanos con la sociedad civil. 


En lo que tiene que ver con el funcionamiento interno y considerando las diferentes áreas de 
trabajo, deberían definirse los recursos humanos y materiales imprescindibles para el funcionamiento 
inicial. 


En lo relativo a los recursos humanos, será necesario implementar procesos de capacitación de 
los funcionarios que aspiren a trabajar en la Institución, aunque estas personas tengan conocimientos 
previos y genéricos sobre derechos humanos, gestión administrativa, recepción de denuncias, atención a 
víctimas, etcétera. El nuevo organismo será una institución muy especial dentro de la estructura del Estado 
uruguayo; por ello considero imprescindible dotar a quienes trabajen en ella de una capacitación específica. 


Inmediatamente después de constituido, el Consejo Directivo deberá convencer y difundir su 
propuesta de funcionamiento ya que la experiencia indica que el proceso por el cual la población 
comprende la naturaleza y las posibilidades que ofrece este tipo de instituciones para los derechos 
humanos es lento. 


Hay que tener en cuenta que las competencias de esta Institución Nacional —valga la 
redundancia— son de carácter nacional, de modo que es fundamental que sean conocidas por la población 
hasta en el último rincón del país. 


También será tarea prioritaria para esta Institución, una vez que se instale, tomar contacto con 
organizaciones internacionales, regionales y universales que nuclean a los organismos similares al nuestro, 
en especial la FIO —Federación Iberoamericana de Ombudsman- y el Comité Internacional de 
Coordinación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos para la Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos, a los efectos de presentarles la nueva institución y procurar su colaboración. 


Debería procederse de la misma forma con las agencias internacionales de cooperación que, en 
realidad, ya han colaborado con trabajos de apoyo a la instrumentación de esta Institución Nacional. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de la doctora Martínez y, a su vez, 
realizarle la misma pregunta efectuada a otros entrevistados, con el fin de conocer qué sentido le da a las 
resoluciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y del Comité de Derechos Humanos en 
relación a lo que va a ser el trabajo de nuestra Institución Nacional en el tema. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Considero que las resoluciones de los órganos jurisdiccionales regionales e 
internacionales son obligatorias para nuestro país. Por lo tanto, no hay duda de que se trata de una norma 
tan obligatoria como la del artículo 1% del Código Civil. Como el país ha asumido en forma soberana los 
contenidos de las convenciones, está obligado a cumplirlas, como ocurre con cualquier otra ley. Sobre esto 
no tengo dudas. 


SEÑOR LORIER.- Me gustaría saber la opinión de la doctora Martínez acerca de qué medidas debería 
adoptar la Institución para impulsar y mejorar los derechos económicos, sociales y culturales que todavía 
no han llegado a un vasto sector de la sociedad, vinculados a la vivienda digna, a la salud, a la educación, 


a los derechos humanos al trabajo -que sabemos que presentan problemas y vulnerabilidades- y a una 
temática que aparece cada vez con mayor fuerza, que es la relación entre los derechos humanos y el 
medio ambiente, es decir, el derecho a vivir en un medio ambiente con determinadas condiciones que a 
veces no se cumplen. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Creo que todos los derechos están entrelazados y que el incumplimiento de uno 
supone necesariamente el incumplimiento de otro. Una persona que no tiene asegurada la alimentación, la 
vivienda y la salud -que son derechos básicas de la persona humana en un régimen democrático, no 
puede participar en la misma medida que aquel que no tiene esas necesidades o las tiene cubiertas. Por lo 
tanto, en todo régimen democrático los derechos económicos, sociales, culturales y los de tercera y cuarta 
generación -que son los relacionados con el medio ambiente, la paz y la seguridad- tienen que ser 
cumplidos. 


Los señores Legisladores se preguntarán en qué puede ayudar esta Institución. Por supuesto, el 
Gobierno ratifica los convenios y trata de implementarlos; el Poder Ejecutivo propone proyectos de ley, el 
Parlamento los aprueba y la Justicia juzga, pero es diferente a lo que puede hacer la Institución Nacional. 
Se trata de un organismo bastante moderno que apareció en América Latina después de que cayeron las 
dictaduras en casi todos los países —personalmente, lo conocí un poco antes, trabajando en España, y por 
eso le tengo una gran estima a esta Institución— y que tiene una forma diferente de trabajar porque ninguna 
resolución de la Institución Nacional es obligatoria —a excepción de las administrativas—, como sí ocurre en 
el caso de la ley. Quiere decir que la Institución trata de persuadir, educar, promover y profundizar; y eso es 
lo importante. 


Nosotros hemos tenido —y lo vemos todos los días en la prensa— un crecimiento económico muy 
fuerte; sin embargo, no ha disminuido en el mismo nivel el número de personas que no tienen vivienda, que 
no acceden a la salud y que no reciben una educación de buena calidad. Entonces, hay que trabajar otro 
tipo de tramas y creo que esa es la función de la Institución Nacional. 


SEÑORA MOREIRA.- Como la doctora Martínez ha tenido un rol muy activo en las organizaciones sociales 
de Uruguay =siendo, inclusive, Presidenta de Anong-, me gustaría que nos contara cómo piensa que será 
la relación entre la Institución Nacional y las organizaciones sociales, dado que conoce la rica experiencia 
que existe en las organizaciones sociales de defensa de los más diversos derechos. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Creo que la vinculación civil es otra diferencia que no mencioné sobre qué más da 
la Institución Nacional. Tradicionalmente, cuando nacieron, estas instituciones —todos hemos escuchado 
que fue en Suecia con el Ombudsman; pero en realidad fue antes, en España, con El Justicia de Aragón 
cuando todavía estaba en manos de los árabes— eran solo quejas. Sin embargo, la situación de la 
sociedad, que se va empoderando y que quiere empoderarse, va cambiando la forma de ver y procesar los 
derechos. 


Por lo tanto, una institución que en su conformación tiene algo tan importante como la Asamblea 
Nacional de Derechos Humanos, que por lo menos se tiene que reunir una vez al año —en el primer año, 
dos veces-, recibe la savia que proviene directamente de las más diversas organizaciones sociales, como 
lo mencionara el señor Senador. Quiere decir que puede haber, por ejemplo, una organización sobre el 
medio ambiente -que en nuestro país hay muy buenas y, sin embargo, no tienen muchos foros- o una de 
género. No es lo mismo plantear a un Juez el tema de cambiar la mentalidad de nuestro país en cuanto a la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres, que hacerlo en la educación, en trabajos conjuntos. Creo 
que eso es fundamental y que la sociedad civil aportará directamente —ya lo hizo en la elaboración del 
anteproyecto, porque había representantes de la Asociación Nacional de ONG- en el proceso de 
protección, desarrollo, educación y profundización; es decir que en todo aquello que podamos hacer en 
derechos humanos, se contará con el aporte de la sociedad civil, que tiene mucha experiencia en ese 
sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos gracias a la doctora Martínez por su comparecencia en esta Comisión y 
damos paso a la próxima entrevista. 


(Se retira de Sala la doctora Martínez.) 


(Ingresa a Sala el psicólogo Fernando Rodríguez.) 


—Retomando las entrevistas del día de hoy, tenemos el agrado de recibir al psicólogo Fernando 
Rodríguez, a quien le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que es más difícil presentar la propuesta en diez minutos que dirigir la 
Institución, pero vamos a hacer el esfuerzo de no dejar nada fuera. 


Tal como señaló la señora Presidenta de la Comisión, en la convocatoria y en las bases ya 
figuraban los diez minutos asignados para realizar la exposición. Concretamente, allí se pide que se 
exponga sobre las propuestas para el funcionamiento del Consejo Directivo, pero personalmente interpreté 
que se refería al funcionamiento de la Institución en su totalidad y no exclusivamente al del Consejo 
Directivo. En la segunda parte se señala que debe ser en los términos dispuestos en las bases del 
llamado. En el apartado 6) de dichas bases se establecen cuatro elementos: la motivación para acceder al 
puesto, el conocimiento del sistema universal de protección de los derechos humanos, la visión sobre la 
situación de los derechos humanos en el país y el rol a cumplir por la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, y cualquier información que a juicio de los integrantes de la Comisión de la Asamblea General 
resulte relevante requerir. 


Voy a comenzar exponiendo sobre la motivación, es decir, por qué estoy acá, además del hecho 
de que los señores Legisladores decidieran que formara parte de un grupo de personas preseleccionadas. 


En principio, mi motivación es continuar ejerciendo mi vocación de trabajar en el cumplimiento de 
los derechos ciudadanos. Aclaro que lo vengo haciendo desde muy joven y siento un profundo 
compromiso y pasión por el trabajo en la defensa de los derechos de los ciudadanos; entonces, poder 
hacerlo desde un nuevo ámbito, similar y con el mismo perfil con que lo vengo haciendo en los últimos seis 
años desde la Defensoría del Vecino es muy grato. Son dos instituciones en el marco de los Principios de 
París, con las mismas connotaciones del instituto del Ombudsman. 


Para mí es una motivación continuar por este camino y aportar la riquísima experiencia que la 
Defensoría del Vecino de Montevideo, el instituto del Ombudsman, me ha permitido desarrollar. Durante 
estos seis años —período que va a finalizar en el próximo mes de noviembre— hemos recogido una serie de 
elementos que podemos aportar y creo que es bueno que la Institución Nacional pueda contar con ese 
bagaje. 


En cuanto a mi instrucción académica, puedo decir que tuve la suerte de formarme de manera 
complementaria. La psicología social brinda un marco muy rico que me permite comprender el trabajo con 
los grupos, con la ciudadanía y con la gente; y la gerencia social me brindó los elementos para gerenciar 
organizaciones, que he aplicado en la sociedad civil y en el Estado durante estos seis años al frente de la 
Defensoría del Vecino. Para el nacimiento de cualquier tipo de institución, en particular para esta, es 
importantísimo conocer elementos de gerencia social y de gerencia de organizaciones, saber cómo 
evaluar, planificar y gestionar recursos humanos, y cómo gestionar recursos y ponerlos al servicio de los 
objetivos. Para complementar mi formación académica estudié en la Universidad de Alcalá de Henares, 
donde cursé una Maestría en Derechos Humanos. Esta trilogía de componentes académicos me anima y 


me motiva a sentirme capaz de desarrollar la tarea junto a otros colegas o profesionales de diversas áreas, 
y creo que es bueno que el Consejo Directivo tenga el aporte de distintas ramas. 


Para entrar directamente en la propuesta debo decir que el artículo 1? de la Ley N* 18.446 
establece que los grandes cometidos de la Institución son la defensa, promoción y protección de los 
derechos humanos. Aquel ciudadano que entienda que sus derechos han sido vulnerados puede presentar 
un recurso frente a un órgano como la Institución Nacional. La promoción se realiza fundamentalmente 
cuando el Estado informa y educa en recursos humanos en todos los niveles. La protección se ejerce 
generando las necesarias garantías sobre los derechos humanos que son reconocidos por la Constitución 
de la República y por los tratados internacionales ratificados por nuestro país. De acuerdo a estas 
competencias, un posible esquema organizacional podría ser el siguiente: contar con un área de gestión 
del reclamo, que sería estratégica y vital en una institución como la Defensoría del Pueblo. 


El artículo 67 de la ley designa a dos de los integrantes del Consejo Directivo, en un sistema de 
turnos, para atender y sustanciar los reclamos. El área de recepción de reclamos posee varios elementos 
estratégicos. Esto es así porque la Institución tiene la posibilidad de tomar contacto con las personas, en 
forma individual o grupal y, además, porque puede articular lo que en la Institución de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo denominamos como garantía subjetiva, esto es, la garantía y la protección de los 
derechos de la persona afectada, con nombre y apellido. Por otra parte, el universo de reclamos que llega 
a una Institución de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo también configura un componente 
estratégico, y voy a poner un ejemplo. Si cuarenta personas reclaman sobre la dificultad que hay para 
acceder a la información pública de un organismo público, además de ofrecer la garantía subjetiva a esos 
ciudadanos tengo que observar por qué ese organismo tiene una dificultad para brindar la información 
pública cuyo acceso está consagrado en una ley nacional. Entonces, tengo que atender a las cuarenta 
personas que realizan el reclamo y, a su vez concurrir al organismo para conocer la disfuncionalidad que 
no le permite garantizar el derecho al acceso a la información pública. Quiere decir que además de la 
importancia de estar en contacto directo con el ciudadano, la información que este nos trae es una parte 
estratégica para el desarrollo de otra área —a la que me voy a referir más adelante—, que es la de 
incidencia en políticas públicas, en la medida en que el Estado tiene una disfuncionalidad que afecta los 
derechos de los ciudadanos. Es muy importante establecer un equilibrio en esta área. En general, la 
Institución de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo recibe una enorme presión por parte de los 
ciudadanos para que se atienda su necesidad particular, pero esto, que debe hacerse de la mejor manera 
posible, no debe ser un obstáculo en el pensar y en la generación de análisis de la institución en términos 
de dónde están las disfuncionalidades y cómo se pueden transformar las políticas públicas para que no 
haya más reclamos en ese sentido. En derechos humanos es fundamental trabajar en la prevención y no 
esperar que el daño esté instalado. Por lo tanto, en la medida que tengo información que identifica una 
disfuncionalidad en las políticas públicas, debo trabajar sobre ella para transformarla en una verdadera 
garantía de derecho. 


El área de gestión de reclamos debe contener una práctica transversal de educación ciudadana a 
través del diálogo. El ciudadano que se acerca a la institución no solamente debe recibir una atención 
respetuosa y responsable sino que debe irse con un elemento de formación ciudadana. La ocasión que 
tiene una Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo de tomar contacto con la 
gente es también una oportunidad para brindar educación ciudadana en derechos humanos relacionados 
con el Estado. El ciudadano debe saber cuáles son sus derechos, qué obligaciones tiene el Estado y 
cuáles son las leyes que lo respaldan. No solamente se trata de realizar la gestión del reclamo, sino 
tomarlo como una oportunidad de ejercicio de educación ciudadana en derechos humanos. Cada contacto 
que tenemos con una persona es una oportunidad de fortalecer su ciudadanía y su relación con el Estado. 
¿Por qué? En principio, porque el ciudadano tiene derecho a formarse, pero además implica una fortaleza 
ciudadana porque cuando la persona pasa por una situación similar va a poder resolver el problema con 
independencia de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Esta no debe 
convertirse en el único canal para resolver los problemas con el Estado. Si un ciudadano está fortalecido en 
su ciudadanía, la próxima vez que se enfrente a una determinada situación va a contar con las 
herramientas personales o colectivas —si estamos trabajando con grupos— para defender sus derechos 


frente al Estado. Consideramos que esto es promoción humana, ejercicio de Derecho y educación 
ciudadana. 


Por otra parte, hay un área de incidencia en políticas públicas que se alimenta fundamentalmente 
del área de gestión, pero también toma para sí los insumos del sistema de los derechos humanos 
internacionales, las convenciones, los tratados y los protocolos que están firmados por el país y, por 
constituir Derecho Positivo, su cumplimiento es obligatorio para el Estado. Son fundamentales los literales 
A) a E) del artículo 4 de la ley, que recogen los elementos de seguimiento de los compromisos que el 
Estado tiene a nivel internacional. 


Por último —a modo de síntesis y dejando de lado algunos aspectos-—, creo que es relevante un 
área de educación y promoción en derechos humanos, que ayude al Estado a promover derechos. El 
Estado uruguayo tiene iniciativas en educación y promoción de derechos ciudadanos que, en general, 
funcionan bien. La Institución tiene que hacer un seguimiento, estudiar y analizar qué más puede aportar 
en este sentido, por ejemplo, a la Dirección Nacional de Derechos Humanos y a las oficinas de derechos 
humanos de los distintos organismos. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo puede y debe ser una 
colaboradora del Parlamento. Me refiero al hecho de que el Poder Legislativo pueda depositar confianza en 
ella, por ejemplo, a la hora de analizar leyes que están por ser votadas, para saber cómo contemplan los 
derechos. En definitiva, se trata de un servicio que la Institución Nacional debe prestar al Parlamento y este 
debe hacer uso de él. 


Aun cuando sé que algunos aspectos han quedado sin mencionar, agradezco la posibilidad que 
me brindan en esta Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, agradezco la presencia del psicólogo Fernando Rodríguez. En 
segundo término, quisiera formularle una pregunta que ya he realizado a otros entrevistados. Me gustaría 
saber cuál es el valor que usted le imprime a las decisiones, recomendaciones o resoluciones de los 
organismos de supervisión internacional, tales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o 
el Comité de Derechos Humanos en vinculación con el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que tienen una importancia fundamental, pues se trata de compromisos que 
el Estado uruguayo ha asumido con el sistema de derechos humanos tanto a nivel universal -Naciones 
Unidas— como regional -OEA-—, en la medida en que ha sido rápido en ratificar y positivar tanto la Carta 
Internacional de Derechos Humanos como las Convenciones y los Protocolos que han emitido estos 
organismos. Por lo tanto, me parece que cualquiera de las recomendaciones o dictámenes de la Corte o de 
la Comisión son obligatorios para el Estado y deben ser tomados muy en serio; considero que hay que 
operativizar las recomendaciones en todo sentido, pues somos parte del sistema universal y regional de 
derechos humanos. 


SEÑOR POSADA.- La solución legislativa que se adopta al crear la Institución Nacional de Derechos 
Humanos opta por un órgano de dirección colegiado. Nos interesa saber cómo visualiza el funcionamiento 
de ese órgano colegiado a la hora del cumplimiento de los distintos cometidos que la ley establece. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En realidad, debemos reconocer que se trata de un modelo muy particular. En el 
mundo no hay una Institución Nacional o Defensoría del Pueblo con este régimen de dirección colegiada, 
por lo que no lo podría analizar en forma comparativa. La situación más similar sería la de México, que 
tiene una historia muy importante en Comisiones Nacionales de Derechos Humanos, pero que presenta 
algunas diferencias. Precisamente, México tiene un sistema de autoridad colegiada de defensoría del 
pueblo -allí se denominan Comisiones Estatales o Comisiones Nacionales de Derechos Humanos— 
integrada por once miembros y un Presidente o Defensor del Pueblo, que permanece en su cargo durante 


cinco años. Quiere decir que Uruguay tendría un sistema similar, pero particular, porque la rotación de la 
presidencia sería anual. 


Creo que se trata de un gran desafío y un modelo que podríamos decir que refleja a nuestro país; 
estamos ante un modelo “a la uruguaya”, que no solamente muestra el pensamiento político del país sino 
que también refleja el estilo de funcionamiento de la sociedad civil. 


En definitiva, creo que el trabajo colegiado es un gran desafío y por eso hacía énfasis en la 
posibilidad de la complementariedad académica y de experiencias en ese Consejo. No es un Consejo 
jurídico ni social, sino un Consejo que va a dirigir una Institución Nacional de Derechos Humanos, derechos 
que necesitan una visión multiacadémica. En la Defensoría del Vecino estamos construyendo un nuevo 
concepto —aunque no tan nuevo-: el de la transdisciplina. En materia de derechos humanos no se trabaja 
en base a una suma de disciplinas sino a una nueva que emerge de la articulación de otras que tienen que 
ver con lo jurídico, lo social, lo económico, etcétera. Creo que con esta riqueza el Consejo Directivo podrá 
tener una experiencia innovadora, que va a ser mirada por las defensorías del pueblo a nivel mundial. De 
hecho, ya ha habido consultas y se ha preguntado cómo es que Uruguay llegó a crear un modelo de 
Defensoría del Pueblo. Creo que este es un gran desafío, pero para ello hay que generar algunos 
elementos operativos. A este respecto, la ley tiene algunos componentes reglamentarios; avanza sobre 
elementos que normalmente están reglamentados aunque, obviamente, en este caso no debe haber 
reglamentación del Poder Ejecutivo. 


Sin perjuicio de ello, me parece que habría que avanzar en algunas cuestiones operativas. Un 
ejemplo es la regionalización del país y, en este sentido, creo que cuatro de los integrantes del Consejo 
Directivo deberían ser responsables de una región. A su vez, debería haber una transversalización 
temática, de modo que no solo haya responsabilidad regional sino también en ciertas temáticas, como 
medio ambiente, mujer o familia. Hablé de cuatro integrantes porque el Presidente no debería tener una 
asociación directa exclusiva con una región, sino que debería salir a recorrer el país, como un referente. En 
definitiva, tendría que haber una regionalización transversalizada por temáticas. 


Por otra parte, es muy importante que en este tipo de instituciones las personas sean visibles. El 
ciudadano necesita conocer a su Defensor del Pueblo, a la persona que va a ejercer esa función que, por 
supuesto, tendrá un equipo asesor y una institución detrás. En instituciones de esta naturaleza los 
referentes, los integrantes del Consejo Directivo, tienen que ser personas que estén presentes en todos 
lados, que recorran, que la gente las conozca, que puedan estar con ellos. No sirve que el Defensor del 
Pueblo sea una persona mediatizada por sus asesores; tiene que ser un ciudadano que esté en la calle en 
contacto directo con la gente. De manera que hay que organizarse de alguna manera para que esa 
posibilidad se concrete. Esta tiene que ser una institución amigable, por lo que los Consejeros tienen que 
tener la capacidad de establecer un vínculo muy directo con la gente. De lo contrario, no sería una 
institución amigable con el ciudadano y, por lo tanto, no cumpliría los cometidos principales. 


SEÑOR PUIG.- Agradezco la presencia del psicólogo Fernando Rodríguez, a quien me gustaría 
preguntarle qué papel asigna desde la Institución a todo lo que tiene que ver con derechos económicos, 
sociales y culturales. 


Voy a mencionar dos aspectos de género que han sido desarrollados a lo largo de las entrevistas 
que hemos mantenido: la violencia de género o contra la mujer —que arroja resultados realmente 
vergonzosos- y el derecho de los trabajadores a no arriesgar su salud ni su vida para acceder a un puesto 
de trabajo, que también ha motivado accidentes graves y mortales en un número más que preocupante 
para el país. 


¿Qué papel asigna usted a esos temas desde la Institución de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo? 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En términos generales, creo que los derechos económicos, sociales y culturales 
son los de ahora, en los cuales la Institución deberá volcar un significativo aporte de energía. Estamos en 
un Estado democrático, con institucionalidades fuertes, donde los derechos civiles y políticos están 
garantizados en una muy buena medida —por lo menos los derechos clásicos-, pero por supuesto que 
quedan cosas pendientes para mejorar en esos mismos ámbitos. Hay cuestiones del pasado y del 
presente, pero el gran desafío está relacionado con los derechos económicos, sociales y culturales, y 
agregaría los derechos ambientales —-que no siempre se incluyen explícitamente dentro de los DECS-—, que 
creo que también deben ser trabajados explícitamente. 


En lo que tiene que ver con los temas de género, estimo que la Institución debería tener un 
ámbito de especialización, al igual que respecto al tema de la infancia. En principio habría que recuperar y 
reconocer los avances muy interesantes que ha habido en estos temas, sobre todo en lo que hace a la 
violencia de género en distintos ámbitos, no solo en lo que refiere al hogar sino en el ámbito social, cultural 
o del trabajo. Creo que la Institución debería contar con personas especializadas que investiguen el tema, 
que tengan la creatividad como para que se propongan nuevas cosas y se siga avanzando en el logro de 
garantías que tienen que ver con el lugar de la mujer, el respeto por sus derechos y la promoción de su 
inserción plena desde el punto de vista social, político, etcétera. 


En lo que refiere a los trabajadores y sus condiciones en general, opino en el mismo sentido. 
Uruguay tiene una estructura de articulación de garantías para los trabajadores, que están organizados y 
tienen un fuerte componente de experiencia para reivindicar su rol. Por lo tanto, en aquellos ámbitos en 
donde se considera que las garantías aún no son suficientes, la Institución deberá proponer y articular 
herramientas que continúen mejorando las condiciones del trabajador y su relación con el Estado y el 
mundo del empleo en general. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Advierto que estamos pasados del tiempo que dispusimos, por lo que 
terminaremos la entrevista con la próxima pregunta. 


SEÑORA MOREIRA.- Dado que una característica del currículum del psicólogo Rodríguez es ser Defensor 
del Vecino, quisiera consultar algo que no está estrictamente dentro del marco de las preguntas clave en 
los ejes de la entrevista. Quisiera saber cuál es su evaluación acerca de la Defensoría del Vecino y, sobre 
todo, qué es lo que ha funcionado mal o ha costado más llevar a cabo. Le hago esta pregunta porque se 
trata de una institución análoga y tal vez su reflexión nos pueda servir para entender qué tipo de 
dificultades enfrentaríamos con una de mayor envergadura, no obstante cierta similitud. 


SEÑOR RODRÍGUEZ..- En realidad, me voy a adelantar un poco puesto que con todo el equipo estamos en 
pleno proceso de evaluación al cabo de seis años. 


Mi evaluación es muy positiva, porque creo que hemos empezado a generar la cultura de la 
defensoría del pueblo, del Defensor del Vecino, el sistema político nos escucha —me refiero a todos los 
partidos políticos-, tanto a nivel de los representantes de la Junta Departamental como del Ejecutivo, y 
reflexiona sobre nuestras recomendaciones. Por supuesto que al principio esto costó ya que a veces 
nuestras sugerencias se interpretaban como ataques o como elementos distorsionantes de la gestión. Es 
cierto que en muchos casos se trata de elementos distorsionantes porque estamos recomendando —por 
ejemplo- rehacer algún componente. 


Lo cierto es que hemos construido un rol al que llamamos “de colaborador crítico”, es decir que la 
Administración es de la gente, del pueblo, de los ciudadanos y nosotros queremos colaborar con ella para 
que sea cada vez más amigable y dé más garantías y derechos. Sin embargo, somos críticos porque nos 
llega la información de aquello que no funciona; debemos ser críticos fundamentados, con argumentos y 
propositivos. En ese sentido, hemos avanzado en temas bien importantes. Por ejemplo, uno en el que 
hemos podido incidir —tundamentalmente en el Ejecutivo, pero también en la Junta Departamental- es el 
que refiere a los aspectos tributarios. Recuerdo que en los dos primeros años las cuestiones tributarias de 


la Intendencia venían siendo los temas más reclamados: se ubicaban entre el 20% y el 23% o 24% del 
total. Sin embargo, hoy estamos entre un 7% y un 8%. Es decir que hoy la gente reclama menos, pero no 
porque se cansó, sino porque hemos podido incidir en la construcción de herramientas que atiendan 
situaciones particulares de vecinos que están al margen, por ejemplo, de las propuestas de 
refinanciamiento de la Intendencia. Hemos hecho recomendaciones de flexibilización, el Ejecutivo las ha 
tomado, la Junta Departamental las ha ratificado y hoy por hoy está siendo contemplado un universo muy 
importante de ciudadanos que antes no podían refinanciar sus deudas ni tener un diálogo directo con la 
Administración para acordar. Creo que es un derecho económico fundamental que cada ciudadano tenga la 
posibilidad de no quedarse al margen de su carácter de contribuyente y que se produzca un diálogo con la 
Administración Pública. 


Podría trabajar sobre varios temas que la Administración ha ido incorporando, pero creo que la 
gente puede decir que hoy se nos escucha y se toman en cuenta nuestras recomendaciones. No se nos 
dice que sí a todo —tampoco lo pretendemos—, pero se toma con seriedad lo que decimos, porque lo 
fundamentamos, lo argumentamos, lo investigamos y lo hacemos con un carácter de colaboradores 
críticos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al psicólogo Fernando Rodríguez por su presencia en la Comisión 
en la mañana de hoy. 


(Se retira de Sala el psicólogo Fernando Rodríguez.) 


(Ingresa a Sala la doctora Ariela Peralta.) 


—Damos la bienvenida a la doctora Ariela Peralta, a quien con mucho gusto le ofrecemos la 
palabra. 


SEÑORA PERALTA.- Es para mí un gran honor y un privilegio estar en esta Comisión. Agradezco esta 
oportunidad, que también lo es para el Servicio Paz y Justicia, cuyos representantes confiaron en mi 
compromiso y calidad en esta apuesta. 


Por respeto al tiempo de los señores Legisladores, voy a leer un documento que preparé para 
esta ocasión, donde me basé en los tres puntos que fueron considerados para la exposición libre, 
encerrando en algunas respuestas generales los dos primeros temas, para luego pasar al tercero. 


Actualmente trabajo en el exterior, como Subdirectora del Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional —Cejil-, organización no gubernamental cuya misión es la efectiva implementación de las 
normas de Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el continente americano. Cabe acotar que 
esta organización tiene oficinas en varios países de América Latina. 


El asumir este compromiso me da la posibilidad de estar en mi lugar en el mundo -quizás más 
pronto de lo programado por mí, pero hay veces en que las oportunidades y los ritmos de la vida son más 
fuertes que las agendas personales— y, a la vez, de construir las bases de una Institución Nacional de 
Derechos Humanos en mi país, pasando de una multiplicidad de diversos casos en el continente americano 
a un proyecto global y fundacional en materia de derechos humanos. Esto constituye una larga aspiración 
de la sociedad civil organizada, en la que estuve involucrada directamente en mi rol de asesora en el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo en 2005, como también en talleres de diálogo con el 
Parlamento uruguayo. 


Por otro lado, existe una motivación que es un fuerte imperativo moral; me refiero a devolver aun 
más de lo que he recibido de mis conciudadanos y conciudadanas. Soy una mujer del interior, que estudió 
y se recibió de abogada y escribana a una edad muy temprana, que abrazó su vocación por encima de 
todo proyecto, en especial —y absolutamente-— en el área de los derechos humanos. Tengo el conocimiento, 
la formación académica, la experiencia y el compromiso. Y cuando digo “devolver aun más”, es porque he 
estado muy vinculada al Uruguay en estos años, con distintas causas, desde diferentes lugares y espacios, 
desde el proyecto de armonización del Derecho interno al Derecho Internacional, que elaboramos con el 
Programa de Naciones Unidas, hasta la investigación, a través de un proyecto del Poder Ejecutivo anterior 
presidido por el doctor Tabaré Vázquez-— sobre detenidos desaparecidos, así como en el litigio del caso 
Gelman. 


Las motivaciones más generales —-que también se vinculan a las motivaciones personales y 
tienen vida propia— implican institucionalizar la defensa y el desarrollo de los derechos humanos, que es 
tanto un resultado de procesos de democratización, como una posibilidad de dar un salto en calidad. Toda 
persona comprometida con tales desarrollos sabe de su importancia y desea ser parte de ellos. 


En general, los comienzos son difíciles en todas las áreas de la vida, por más que exista esa 
cosa interesante que es el desafío; pero también está la responsabilidad y el deber de todos de ofrecer su 
aporte para esto, desde el lugar que sea. Y quiero decir algo que considero no menor: pienso que es un 
privilegio y un honor ser postulada a este tipo de emprendimientos. 


Trabajo sobre una amplísima cantidad de derechos: derechos indígenas, de los niños, de libertad 
de expresión de niños, niñas y mujeres, del consentimiento informado y libre de los pueblos indígenas, 
etcétera, y lo hago en contextos muy diversos, en sociedades muy distintas, en ámbitos específicos muy 
complicados y con gobiernos de distinto signo. Estoy hablando de situaciones que van desde el abuso 
policial en Venezuela, las resultas del conflicto armado y la ley de justicia y paz en Colombia, hasta el 
derecho a la nacionalidad de los niños de ascendencia haitiana en República Dominicana. Créanme los 
señores Legisladores que una de las herramientas fundamentales —y, según creo, también la estrategia 
más importante- es la articulación entre la sociedad civil, las demandas de las víctimas y los Estados. Es 
comprensible que los Estados tengan dificultades para asumir estos retos, y este diálogo es el que permite 
llegar a soluciones. 


En esta oportunidad, la Institución Nacional me da la oportunidad, en mi país, de dar un salto de 
los casos a las causas; estoy convencida de que una institución de estas características ayuda a colocar un 
enfoque de derechos humanos en la agenda pública. Esto tiene un valor educativo que cambia las pautas 
culturales, aspecto que considero central para la prevención y que contribuye a hacer efectivo el ejercicio 
de derechos y el control de la gestión pública. 


Sobre la situación de los derechos humanos en el Uruguay y el rol a cumplir por parte de una 
Institución de esta naturaleza, quiero decir, en primer lugar, que la democracia es una apuesta a la 
inclusión. Los derechos humanos y el desarrollo humano comparten una visión común que tiene que ver 
con la dignidad y la igualdad de las personas. 


La agenda de derechos humanos en el Uruguay es vasta, amplia, y también es posible que exista 
una agenda oculta en este sentido. Hay derechos que son estratégicamente críticos, como la seguridad, la 
supervivencia y la libertad. En el Uruguay señalaría, además, una agenda de derechos de género y 
discriminación, poniendo especial énfasis en el tema de la violencia doméstica. Asimismo, está pendiente el 
transitar y resolver lo traumático de la historia reciente para construir más democracia y más justicia, sin 
soslayar los debates sobre la educación. 


Desde mi punto de vista, esta Institución Nacional y la Defensoría del Pueblo son lugares 
privilegiados para evitar regresiones democráticas y situar al país en el buen gobierno, hacia un desarrollo 


moderno que ayude a cumplir los compromisos asumidos por el Uruguay en materia de derechos 
humanos. 


A esto podemos sumarle los desafíos que implica la globalización en un país como el nuestro. 
Esos desafíos tienen que ver con la naturaleza de los derechos humanos que, justamente, por ser 
humanos, están por encima de toda división política de Estados soberanos que quieren construir hacia la 
modernidad. Se ha ironizado amargamente sobre el hecho de que, en el momento de disfrutar los derechos 
humanos, estos no son suficientes, sino que es necesario ese enfoque ciudadano. La comunidad 
internacional, a través de mecanismos y de instrumentos, está construida para dar a los Estados la 
posibilidad de que, en un gesto de soberanía, puedan hacer esa síntesis. En países como el nuestro, no 
solo tiene lugar el desafío de esa alternativa de ceder o comprometer su soberanía en pos de derechos 
superiores, sino también la posibilidad de que estos se vean amenazados involuntariamente por otros 
países y corporaciones; me refiero al derecho a la salud versus la demanda sobre el tabaco, por ejemplo. 


Pero una Institución como esta debe construir imagen y generar valor para la sociedad; si no lo 
hace, no será comprensible, entendible o apropiable por parte de los ciudadanos y ciudadanas. Asimismo, 
debe coordinar con otros organismos internacionales que existen en materia de derechos humanos y con 
los sistemas internacionales y regionales de protección de esos derechos, así como con las organizaciones 
de la sociedad civil y las voces de la gente. Para ello, debe fortalecer su incidencia, dinamizar, debatir, 
prevenir los conflictos y buscar las salidas. No lo resolverá todo, pero ayudará a construir cultura y un buen 
gobierno, con profesionalidad, autonomía y enfoque ciudadano. 


Sus principales rasgos deberán ser la transparencia, el conocimiento técnico y también la 
capacidad de interlocución, como de ampliación de la comprensión de todos los derechos. Lo importante 
para este tipo de institución en su primer mandato —que es todo un desafío—, es hacer un diseño 
institucional que trace un plan estratégico basado en temas de consenso, en prioridades y en medidas a 
mediano y largo plazo. Los consensos tienen que ser entre sectores políticos y sociales, y deben ayudar a 
disparar procesos que impliquen cambios culturales, sin descuidar la prevención, que es una tarea central. 
Estas son instituciones puente, que ayudan al Estado y dan voz a los ciudadanos para abrir una agenda 
pública que busque soluciones. 


En materia de políticas públicas, considero que no hay que pensar linealmente, sino en una 
espiral hacia arriba, mirando los diagnósticos técnicos, que en Uruguay hay muchos y de buena calidad. 
Esta reflexión de espiral ascendente consiste, pues, en observar esos diagnósticos, ver lo que se ha hecho 
y sus resultados, y volver a partir para buscar soluciones. 


También tiene que haber coherencia entre el presupuesto, las funciones y el diseño 
organizacional. Se debe contar con capital humano, con tecnología de la información, con cultura de la 
organización, con un chequeo de respuesta y satisfacción de los ciudadanos, con transparencia y 
parcialidad objetiva y subjetiva, y habrá que hacer una evaluación de los resultados para que quienes estén 
al frente puedan ser más comprensivos, conocedores y capaces de escuchar y prever los sistemas con 
suficiente antelación. 


Las Instituciones de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo tienen su fortaleza en la fuerza 
moral, en su influencia. Uruguay tiene una sociedad signada por desigualdades en medio del crecimiento, 
con insuficiencia en varios aspectos y con sectores excluidos del beneficio del desarrollo, que cataliza el 
proceso de negación de derechos. El principal desafío y el valor de una institución de esta naturaleza 
estarán en abordar estos conflictos mediante su interlocución y su fuerza moral. Algunos ejemplos de la 
evolución de las Instituciones de Derechos Humanos en América Latina —que tienen la habilidad de 
resolver conflictos— son: el papel del Ombudsman en Bolivia, en el tema de la coca; el papel del 
Ombudsman en Colombia, en conflictos entre pueblos indígenas en la zona del Cauca durante más de 20 
años y la Defensoría del Pueblo de Costa Rica, en aspectos de complejo estancamiento legislativo en 
términos de servicios eléctricos. Las instituciones no solo han ayudado a que las sociedades transiten 
hacia una mayor y mejor democracia, sino que han tenido el valor agregado de resolver conflictos entre la 


comunidad, articulando los sectores, haciendo redes, no replicando y sí complementándose con otras 
organizaciones, tanto del país como del exterior. 


Tengo el compromiso, la dedicación y el empeño de formar parte de este proyecto colectivo. 
Muchas gracias. 


SEÑOR LORIER.- Mi pregunta se relaciona con el mundo de los derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales, de los que carece gran parte de la población de nuestro país y de América Latina. La 
doctora Peralta ya ha señalado algo al respecto, pero nos gustaría que profundizara en el mundo del 
trabajo y los derechos vinculados a él. 


Otro aspecto importante es conocer su visión acerca del papel de la Institución, de manera que 
llegue a todos los rincones del país y no se transforme en algo urbano o montevideano. 


SEÑORA PERALTA.- Dada la etapa de desarrollo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en 
que nos encontramos, los derechos económicos, sociales y culturales están absolutamente 
interrelacionados, son universales e indivisibles. Es cierto que estos derechos han tenido un desarrollo más 
tardío y un ejercicio más desafiante en la historia del continente americano, por la forma en que nacieron 
los sistemas de protección regionales, en épocas muy conflictivas para las Américas y el Caribe. De todas 
maneras, se han desarrollado enormemente y hay estándares de cómo aplicarlos y cómo buscar formas de 
ejercicio, porque todo derecho que no se ejercita es imposible de aplicar; se reconoce pero falta su 
ejercicio. 


En lo que respecta a lo planteado por el señor Legislador, creo que Uruguay está enfrentado a los 
temas de educación, salud y acceso a una sociedad en desarrollo de un gran sector de excluidos. En 
definitiva, Uruguay tiene ese desafío. 


Creo que una Institución de esta naturaleza tendrá que atender esos aspectos, para los 
trabajadores del sector tanto público como privado, pero no puede replicar, por lo que debe coordinar a 
través de otras medidas y de las buenas prácticas que el Uruguay sigue para resolver estos conflictos. 
Precisamente, relacionándolo con lo que mencioné en mi exposición sobre la ampliación y la comprensión 
social del alcance de los derechos, creo que debe trabajarse en el acceso a las cuestiones planteadas en 
educación, cultura y exclusión de los sectores a servicios sociales y al ejercicio de derechos económicos. 


En cuanto a lo operativo, considero que hay que basarse en el diagnóstico y buscar dónde tender 
un puente, pues en lo que respecta a los derechos humanos, en el marco de la jurisprudencia y de los 
estándares en materia de Derecho Internacional hay muchísimo para hacer y hay que encontrar la manera 
de bajar esa forma de pensar en espiral a las realidades cotidianas. Siempre la mejor práctica es la que se 
adecua a las necesidades cotidianas. 


Creo que es un desafío lo que plantea el señor Legislador en cuanto a llegar a todos los rincones. 
Considero que hay que hacer un organigrama, armar una estructura que nos permita contar con un mapeo 
de toda la población del Uruguay y de cómo se cruza con marginaciones, con “debes” en las cuentas y con 
necesidad de participación, por decirlo de una forma muy resumida. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber la opinión de la doctora Peralta en relación al valor que para ella 
tienen las resoluciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y del Comité de Derechos 
Humanos en relación al Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 


SEÑORA PERALTA.- Las resoluciones de la Comisión Interamericana son de efectivo cumplimiento, tal 
como emana de la Carta de la Organización de Estados Americanos. El mismo surgimiento de la Comisión 
les ha dado ese valor de resoluciones vinculantes para los Estados, más allá de la práctica acumulada de 
los Estados de considerarlas así y de su propio estatuto y reglamento. La Corte Interamericana, en su 
jurisprudencia, también ha establecido que las resoluciones de la Comisión Interamericana son vinculantes. 


Al respecto quiero agregar lo siguiente: creo que los Estados, en uso de su soberanía y en pos de 
un fin superior, que es la dignidad y la igualdad humana, se comprometen a proteger esos derechos y por 
eso firman Tratados. Uruguay tiene un perfil altísimo en esta materia, y si aspira a ocupar un lugar 
permanente en el Consejo de Seguridad, tiene que ser coherente con esa democracia que nos estamos 
planteando desarrollar. Insisto en que nuestro país tiene un altísimo perfil porque fue creador de 
muchísimos de estos instrumentos, partícipe desde sus inicios —los firmó y los ratificó— y eso implica un 
compromiso internacional. Además, en uso de su soberanía, el Estado admite esos mecanismos —como el 
Pacto Internacional del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que tiene efecto 
vinculante—, que además dan pautas que son riquísimas para que los Estados puedan ir incorporándolas. 


La mejor visión de un defensor de derechos humanos, de un profesional en la materia, de una 
persona comprometida con la protección y el ejercicio de los derechos humanos, es pensar que el Estado 
debe resolverlos; son el propio Estado y la sociedad quienes conocen su historia y sus limitaciones y 
conjugan diferentes visiones políticas y sociales. Creo que la mejor forma de aplicar los derechos humanos 
es que el Estado tome esas herramientas y las haga suyas. Las decisiones de los organismos 
internacionales son vinculantes —podríamos explayarnos en el largo y amplio sistema de protección 
universal— en virtud de que son los Estados los que los construyen porque creen que hay una finalidad 
superior. Los tratados sobre derechos humanos tienen esa particularidad: no regulan relaciones entre 
Estados, sino entre el Estado y los individuos que habitan en su territorio bajo la jurisdicción nacional. Pero 
si los Estados se apropian de esas herramientas, las utilizan, y en las controversias y en las diferentes 
visiones pueden aplicarlas y ajustar sus mecanismos basándose en diagnósticos profesionales y en los 
propios reclamos de la comunidad —incluso en lo que respecta a litigios estratégicos en materia de 
derechos humanos-, y si los sistemas de justicia dan respuesta en lo nacional, es mucho más rico para los 
habitantes del país y para la construcción de la democracia. Lo demás es una fuerza complementaria y 
subsidiaria que nos ayuda y da guía. 


SEÑOR POSADA.- El órgano de Dirección de esta Institución Nacional de Derechos Humanos es 
colegiado. De alguna manera ello supone un desafío desde el punto de vista de su funcionamiento. Me 
gustaría saber cómo lo visualiza usted. 


SEÑORA PERALTA.- Es cierto que impone un desafío desde el punto de vista de su funcionamiento. La 
mayoría de los Ombudsman criollos, como se los llama —figura utilizada primero en Guatemala y aplicada 
luego en Uruguay para su desarrollo—, imponen un desafío. 


Estoy convencida de que la integración de diferentes capacidades y el complemento entre los 
distintos integrantes de la Comisión será muy enriquecedor, pero creo firmemente que se necesita 
conocimiento técnico, un gran poder de articulación, compromiso con el tema, pero también transparencia y 
autonomía. Estos cuatro componentes son fundamentales y tienen que estar presentes en las cinco 
personas que van a ser elegidas para cumplir esta tarea. 


SEÑORA LAURNAGA.- La doctora Peralta combina una formación teórica muy importante con experiencia 
práctica; señaló suficientemente su conocimiento profundo de varios tipos de Derechos, combinado con 
especializaciones en género, en derechos humanos y en otras áreas. Realmente, venir al Uruguay supone 
una apuesta muy significativa. La doctora Peralta ha asesorado al Parlamento, por lo que lo conoce, pero 
supongo que también conocerá el funcionamiento del Poder Ejecutivo y de los Gobiernos Departamentales. 
La pregunta que me gustaría hacerle es la siguiente: ¿dónde cree que están las principales dificultades en 
ese diseño institucional y en los objetivos que se plantea, teniendo en cuenta el funcionamiento de un 
Estado que a veces no marcha al ritmo ideal que uno se podría imaginar? 


SEÑORA PERALTA.- En los trabajos que he realizado en Uruguay —algunos de los cuales se han 
mencionado, como por ejemplo, el de Asesora del Alto Comisionado bajo la administración del Programa 
de Naciones Unidas aquí-, en el diálogo parlamentario, pero también en la articulación que hacemos con 
otros Gobiernos para la promoción de los derechos humanos y para el cumplimiento efectivo de las 
resoluciones de la Corte y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, uno tiene que alternar 
con Poderes de Estados muy diversos. Cuando se comienza a trabajar en estos temas, se tiende a pensar 
que existe falta de voluntad política de parte de los Gobiernos para hacerlos parte del aparato normativo 
del Estado y hacer eficaz su ejercicio, y aunque a veces sucede eso, finalmente se comprende —sin ceder 
en el valor que tiene el reconocimiento- que a veces no es falta de voluntad política, sino que hay una 
cantidad de aspectos que para el aparato del Estado son complejos de resolver y tiene que acomodarlos. 
Ese es un desafío enorme, porque además hay cuestiones que vinculan a los tres Poderes del Estado. 


Para el Derecho Internacional los Estados son personas jurídicas únicas, pero muchas veces, ante 
situaciones como estas, responden diciendo: “Yo soy el Poder Ejecutivo”, “Yo soy el Poder Legislativo”, “Yo 
soy un Estado Federal; no puedo”. Ese es el desafío. El organigrama de una institución como esta, en 
términos abstractos y generales, no tiene que ser enorme, pero si el Estado está de acuerdo y quiere darle 
importancia al tema, debe otorgarle un presupuesto significativo y diseñar un plan estratégico- 
organizacional que esté alineado. En su organigrama y en su planificación estratégica tiene que pensar 
que las dificultades van a surgir, por lo tanto, tiene que partir de ese plano y buscar formas de articulación. 


Desde mi experiencia en el Derecho Comparado puedo decir que Uruguay tiene enormes 
ventajas: es un Estado unitario, pequeño y con un gran perfil internacional, que en términos generales 
camina hacia un buen gobierno —en el plano de democratizar aún más-—, con consensos y disensos, pero 
debe atender los aspectos de los tres Poderes del Estado, así como los de todas las entidades de Derecho 
Público, Privado y combinadas que están en la ley de creación de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo. Sin embargo, cuenta con las potestades para hacerlo. 


SEÑORA MOREIRA.- Mi pregunta remite al primer punto de las entrevistas, que es cuál es su motivación 
para acceder al puesto. Usted vive en Washington e imagino que sus condiciones de trabajo son muy 
buenas. ¿Cómo se ve volviendo a Uruguay? ¿Qué la motiva para volver y cambiar el contexto y los 
instrumentos de trabajo? 


SEÑORA PERALTA.- Para mí es muy rico tener la visión de distintos países, contextos y Derechos, pero 
como traté de exponerlo al principio, creo que esta es una apuesta a mi lugar en el mundo y a pasar de los 
casos a las causas, es decir, de múltiples situaciones globales a un proyecto fundacional. Tengo un 
compromiso con las organizaciones de derechos humanos y con otras tantas con las que he trabajado y 
creen en mi gestión. Esta Institución constituye redoblar la apuesta a la construcción democrática del 
Uruguay. Me resulta difícil separar lo profesional de lo personal y entiendo que esto es un lugar común, 
pero mi vida siempre ha estado alineada entre lo personal y lo profesional en materia de derechos 
humanos. A veces a uno lo apuran los tiempos, los compromisos y los deberes éticos que tiene con 
quienes lo han acompañado toda la vida y con el país donde creció y recibió tantas cosas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la doctora Peralta. 
(Se retira de Sala la doctora Peralta.) 
(Comienza la trasmisión vía Skype.) 


-A continuación, tendremos la intervención de la doctora Mirtha Guianze vía Skype. 


SEÑORA GUIANZE.- Tal como se me ha solicitado, voy a explicar los aspectos que me motivan a integrar 
la Institución Nacional. Si no me equivoco, los señores Legisladores tienen mi currículum en su poder y allí 
podrán constatar mi experiencia de más de cuarenta años dentro del sistema de Justicia. Si bien esta no ha 
sido la única actividad que he desarrollado, esta tarea me ha servido para tomar conciencia de que el 
mundo no empieza ni termina en el ámbito estrecho donde realizamos nuestra labor, sino que es mucho 
más amplio. No figuran en mi currículum determinadas actividades porque no había documentación, ni 
tampoco resultan relevantes; muchas de ellas son tenidas en cuenta al solo efecto de la motivación. 


En la primera mitad de la década de los ochenta presté servicios en una ONG que trabajaba con 
niños y familias con un enfoque interdisciplinario. Allí me enseñaron a trabajar en equipo y a formular 
proyectos. Por ese motivo les estaré profundamente agradecida, ya que nuestro trabajo común es muy 
aislado: cada sujeto va por su lado y trata de conectarse en forma no oficial, digámoslo así. 


Como ustedes sabrán, soy del interior del país, aunque desde hace mucho tiempo —incluso en la 
actualidad- estoy trabajando en Montevideo. Como todos, hice mi carrera recorriendo el interior y en 
algunas épocas viví en distintos departamentos. Me parece que esto me dio una noción más acabada de la 
realidad —-la que percibo todos los días- en lo que tiene que ver con el tema que estamos tratando, los 
derechos humanos, ya que nuestro trabajo implica un contacto casi diario y permanente con todo el 
espectro de la problemática concerniente a niños, adolescentes, familias, víctimas de delitos y personas 
privadas de libertad, además del conflicto social que aflora y que no encuentra otro canal para expresarse 
que el de la Justicia, por medio de denuncias o demandas, aunque en muchas ocasiones esta no es la vía, 
pero no hay otro lugar a dónde ir. Mi trabajo, nuestro trabajo, requiere de la cercanía con las víctimas. Por 
lo tanto, creo que estoy bien al tanto de cuáles son las angustias y los problemas que enfrentan las 
víctimas de delitos. De hecho, siempre hago lo posible por acercarme a ellas, pero muchas veces no hay 
medios materiales para hacerlo; no estoy hablando de que la concurrencia a los establecimientos de 
detención sea permanente, pero sí tiene que ser periódica. Más que nada quisiera resaltar que se necesita 
un conocimiento directo de los presos, de la familia de los presos, de sus angustias y de sus quejas. Todos 
los días hay familiares de presos pidiendo algo; ellos tienen sus historias sobre las amenazas que se 
hacen, sobre sus esperanzas, sobre sus logros, pero también sobre su angustia. Últimamente he tenido 
que escuchar sobre la muerte y convivir con algunas situaciones terminales. Es toda una experiencia de 
vida que me genera un sentimiento de insatisfacción —especialmente luego de cada turno-, casi de 
frustración. Cada mes y medio o una semana vemos desfilar ante nosotros toda clase de situaciones que 
tienen que ver con los derechos humanos; hay un creciente nivel de violencia y por ello sentimos que hay 
otras cosas que podemos hacer, no solo poner presa a la gente, aunque eso también sea una función 
social sumamente necesaria. 


Asimismo, notamos que quienes se allegan al sistema, ya sea como víctimas, testigos, 
funcionarios aprehensores, presos, familiares de presos o de víctimas, sufren una vulneración de sus 
derechos. ¿Por qué? Las falencias no provienen de la legislación ya que, en general, tenemos una buena 
legislación en materia de derechos humanos que, interpretada a la luz de los documentos internacionales 
ratificados por el país, podría dar una respuesta adecuada y habilitar la plena vigencia de los derechos. 
Muchas de ellas provienen de las prácticas defectuosas, de la carencia de bienes materiales o de la 
subutilización de recursos. Voy a dar un breve ejemplo de ello: en el año 2009, a través de una circular, la 
Suprema Corte de Justicia encomendó a los Jueces la aplicación de las Reglas de Brasilia; sin embargo, 
no todos lo hicieron. Es muy difícil, sobre todo en la vorágine de un turno y con 48 horas de plazo, 
conseguir que una víctima —o testigo- en condiciones de vulnerabilidad sea interrogada en forma; hay 
testigos que pasan momentos muy difíciles. Se trata de un panorama muy doloroso en el que, en definitiva, 
todos los intervinientes estamos involucrados. Por lo tanto, tenemos el compromiso de defender los 
derechos humanos y pensamos qué otras cosas podemos hacer, y algunas las hacemos esporádicamente. 
Hay un equipo del Pereira Rossell, otro de salud mental, pero no son pautas sino paliativos para algunas 
situaciones. 


Cuando surgió la idea de crear una Institución Nacional de Derechos Humanos, estudié a fondo 
sus competencias, sus dificultades —que son enormes- y sentí que para mí era un imperativo ético volcar a 


la sociedad todo ese caudal de experiencia y de conocimientos que he ido adquiriendo a lo largo de los 
años. Se trata de un amplísimo espectro de actuación que quisiera poner en funcionamiento, o ayudar a 
hacerlo; para mí sería un altísimo honor poder integrar la Institución de Derechos Humanos, pero más que 
nada, sería moralmente reconfortante. Esta sería la oportunidad de buscar la defensa integral de los 
derechos humanos en su totalidad; sé que constituye el objetivo de dicha Institución y somos muchos los 
que estamos comprometidos en nuestras vidas. Me he representado la función que podría llegar a cumplir 
saliendo de los estrictos márgenes del cargo que tengo actualmente y buscando más precisamente un 
camino para promover la aplicación de la normativa adecuada y la instrumentación de buenas prácticas, de 
tal manera que todo eso forme un conjunto que tienda a la promoción y defensa efectiva de los derechos 
humanos. Obviamente, estoy hablando de todos los derechos humanos, no solo de los civiles y políticos, 
sino también de los económicos, sociales y culturales. En otras palabras, creo que identifico bien y conozco 
muchos de los problemas de nuestra sociedad por experiencia directa y por conocimiento casi obligatorio, 
porque todos los días alguien me está planteando algo al respecto. De manera que conozco esas falencias 
y también tengo ideas —para compartir, obviamente, con los otros miembros de la Institución— sobre lo que 
podría hacerse. 


Sinceramente, siento como un deber, como una devolución a la sociedad, volcar todo esto en un 
ámbito público. Creo que en el funcionamiento de la Institución es importante lograr la coherencia entre la 
protección, la defensa y la promoción de los derechos humanos y la práctica. Es necesario llegar a la 
efectiva aplicación de la legislación garantista, que la tenemos. Además, debemos instrumentar 
mecanismos accesibles para que toda la gente pueda llegar a la Institución sin trabas burocráticas. Hay 
que eliminar todo lo que sea innecesario, las demoras excesivas, y dar respuestas a las demandas que se 
presenten. Obviamente, la misma ley nos da los medios para que estas demandas puedan ser rechazadas 
cuando no corresponda. 


Podríamos agrupar las competencias de la Institución en distintos tipos de situaciones, pero lo que 
quiero recalcar es que pese a no tener facultades coercitivas, sí es claro que la Institución, por sus 
cometidos de recomendar, opinar, promover, hacer sugerencias, y por su facultad de ejercitar su función 
frente a todos los órganos del Estado e incluso frente a privados, puede tener un amplísimo margen de 
actuación. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero agradecerle la posibilidad de tener esta entrevista y me gustaría formularle 
una pregunta que les he hecho a otros entrevistados en esta Comisión. Concretamente, quisiera conocer 
su opinión en relación al valor que tienen las resoluciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos o del Comité de Derechos Humanos del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, en relación a lo que van a ser los trabajos de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


SEÑORA GUIANZE.- Creo que nos pueden servir de pautas o de directrices para nuestro trabajo en 
cuanto tengamos que elaborar recomendaciones para los órganos internos. Si bien no tienen el mismo 
valor que un tratado o una convención, me parece que tienen valor obligatorio y debemos tenerlas muy en 
cuenta. 


SEÑOR PUIG.- Buenos días. Quisiéramos saber qué rol le asigna a una generación de derechos humanos 
como los que nombró, además de los políticos y civiles, en lo que tiene que ver con los derechos 
económicos, sociales y culturales. A su vez, en ese panorama, ¿qué rol le asigna a la Institución con 
respecto a los temas de género y, más concretamente, sobre la violencia de género que impera en la 
sociedad desde hace mucho tiempo? También quisiera saber qué rol le asigna en cuanto al derecho de los 
trabajadores. Me refiero concretamente a las dificultades que muchas veces tienen que enfrentar los 
trabajadores para acceder a un puesto de trabajo, poniendo en riesgo su salud o su vida debido a 
enfermedades profesionales o accidentes de trabajo. En definitiva, ¿qué rol le asigna a toda esta 
dimensión de los derechos humanos? 


SEÑORA GUIANZE.- En cuanto a los derechos económicos, sociales y culturales, Uruguay es signatario 
del Pacto de la ONU —por lo que tiene que cumplir con las obligaciones que este impone-— y del Protocolo 
de San Salvador. O sea que nuestro país tiene que tener muy en cuenta todo lo concerniente al Pacto y al 
Protocolo, así como todos los convenios y tratados que están relacionados. 


El señor Legislador se refirió a la violencia interfamiliar y a los derechos de los trabajadores, todo 
lo cual está contemplado. Creo que es muy importante el tema de la violencia interfamiliar en el Uruguay y 
la violencia contra la mujer. Lamentablemente tenemos un horrible caso que ocurrió en el día de ayer. 


Por lo que veo todos los días, tengo la impresión de que hay que poner el acento en toda la 
violencia que está inserta en nuestra sociedad; realmente, se dan situaciones que no habíamos visto 
nunca. Por tanto, tenemos que poner énfasis en la educación y, más especificamente, en los valores, de 
manera de disminuir esos niveles de violencia. Obviamente, en cuanto a la violencia doméstica, se requiere 
acciones coordinadas. 


Me da la impresión -lo mismo que en el caso de los trabajadores- que la Institución nos puede dar 
la posibilidad de articular todo lo que tenemos, porque una persona ... 


(Se interrumpe la comunicación.) 


... las mujeres que están tratando de hacer valer sus derechos o de que no sean agredidas, no les dan 
respuesta en la Administración ni en la Justicia. 


Creo que la Institución puede ser el lugar donde, en primer lugar, se reciban las denuncias y 
donde, además, se instrumenten buenas prácticas, es decir, que se lleven al papel para que se tenga en 
cuenta qué tiene que hacer Uruguay en función del cumplimiento de los tratados firmados. Y me parece 
que este es un campo amplísimo. 


SEÑORA MOREIRA.- Es un placer contar con la doctora Guianze en la mañana de hoy, aunque sea de 
esta manera, y le deseo una pronta recuperación. 


Mi pregunta tiene que ver con que la doctora Guianze está siendo presentada a este Instituto 
Nacional de Derechos Humanos por una enorme cantidad de organizaciones de derechos humanos — 
incluyendo la Mesa Permanente contra la Impunidad y Madres y Familiares de Detenidos Desaparecidos-, 
pero también por organizaciones de mujeres. 


Entonces, dado que esta es una de las postulantes que ha sido más acompañada por estas 
organizaciones convocadas, quería preguntarle cómo piensa que se va a articular el trabajo, desde el 
Instituto Nacional de Derechos Humanos, con esas organizaciones. 


SEÑORA GUIANZE.- Quienes integraban en aquel momento la Bancada Bicameral Femenina saben que 
la asesoramos acerca de la violencia doméstica. Creo que hay que hacer modificaciones en relación a este 
tema y se debe ampliar el espectro. Me parece imprescindible legislar sobre la materia y buscar ideas para 
que el Parlamento pueda trabajar al respecto. 


No existen coordinación ni buenas prácticas con relación a las medidas de protección a las 
mujeres, y los resultados están a la vista. Hay muchos casos en los que se determina la prohibición de 
acercarse al agresor, pero eso es desobedecido. 


Entonces, me parece que la Institución podría hacer dos cosas: perfeccionar todo lo concerniente 
a la recepción de denuncias y también profundizar en la legislación de las buenas prácticas, y coordinar en 


ese sentido. En lo personal, creo que hay una función de articulación que debe cumplirse desde todos los 
planos, pero en este más que en ninguno. 


No sé si los señores Legisladores lo saben, pero muchas veces tenemos que manejarnos con lo 
que hay, que a veces es muy poco. Y, lógicamente, debemos acudir a organizaciones que no son oficiales 
para preguntar cómo podemos ayudar a esas mujeres; a veces las derivamos al Hospital Pereira Rossell y 
debemos consultar sobre su salud mental; todo esto se hace informalmente. Considero que el sistema de 
Justicia debe estar articulado con la Administración y con todas las organizaciones sociales que están de 
acuerdo en proteger a la mujer y que trabajan en ese sentido. Pienso que a eso debe apuntar la Institución, 
desde la legislación hasta la práctica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la doctora Guianze la deferencia de atendernos y le deseamos 
una pronta recuperación. 


(Finaliza la trasmisión vía Skype.) 


(Ingresa a Sala la doctora Dora Szafir.) 


—La Comisión Especial de Derechos Humanos de la Asamblea General da la bienvenida a la 
doctora Dora Szafir y le cede la palabra. 


SEÑORA SZAFIR.- Para plantear un proyecto o propuesta para integrar el Consejo Directivo y, en especial, 
la trascendencia e importancia de estas funciones en un país democrático, me permití tomar en cuenta lo 
que el Legislador previó en la Ley N* 18.446, para enfocar, desde el punto de vista legal, una función tan 
amplia, respecto de la cual el país está en deuda con la sociedad, con la creación de un instituto que se 
vincule con los derechos humanos. 


Balzac decía que la igualdad, como derecho básico, era un derecho que muchas veces está 
involucrado con los derechos humanos, pero que no había poder humano que lo convirtiera en hecho. Creo 
que esta propuesta es un desafío para demostrar que a veces se puede lograr la protección de los 
derechos humanos a través del trabajo y del esfuerzo. De acuerdo a sus cometidos legales, la Institución, 
en primer lugar tiene que conseguir legitimidad frente a los Poderes del Estado, a la sociedad y a los 
organismos internacionales. Tiene que demostrar que es un organismo que trabaja, que cumple con sus 
cometidos, que resulta realmente eficiente en su labor y, de alguna manera, complementa todo lo que ya 
tenemos en nuestro país en cuanto a protección de los derechos humanos, porque justamente esta ley 
viene a complementar cometidos y no a sustituir organismos que, en definitiva, deberían trabajar en 
conjunto para mejorar la administración de la justicia y de todo lo que tiene que ver con los derechos. Para 
ello se necesitaría actuar con un verdadero compromiso, teniendo en cuenta el tema que está en juego, 
buscar la credibilidad de la población a través de respuestas eficaces, rápidas, para que la gente sienta que 
hay un lugar al cual puede recurrir, donde sea escuchada y donde sus planteamientos, aun cuando fueren 
desechados, sean atendidos y sepa que existe un ámbito en el cual plantear su problemática, sobre todo 
en este tema tan delicado de los derechos humanos. También debemos generar confianza en la sociedad 
civil, que es la que juzgará si esta Institución es otra creación presupuestal o si realmente tiene una eficacia 
práctica que justifique que se la haya creado. 


Por otro lado, creo que tiene un rol articulador muy importante, justamente por no sustituir y no 
resolver en forma definitiva —por mi carrera de Jueza, estoy acostumbrada a dictar sentencias, pero ello no 
sería del caso, porque a través de la Institución se emitirán informes y recomendaciones—, pero esa 
legitimidad haría que las recomendaciones pudieran ser atendidas y que en entre todos podamos mejorar 
todo lo que sea posible. 


Creo que el tema de los derechos humanos, que está en juego y que se encomienda, tiene que 
abordarse desde un concepto amplio. Si bien están los derechos de primera generación, que son los más 
importantes, no debemos olvidar que hay derechos de segunda, tercera y hoy, ¡n status nascendi, incluso 
derechos humanos de cuarta generación que nuestro Estado ha recogido y sobre los que ha firmado 
tratados internacionales. Por esa razón, muchas veces en esos derechos que son de tercera generación, 
también están involucrados los de primera. 


He trabajado y me he dedicado mucho al tema de las relaciones de consumo. Se podrá decir: 
¿qué tendrá que ver eso con los derechos humanos? Sin embargo, si nos ponemos a mirar la protección 
del artículo 6* de la ley, refiere a la vida, la salud, la seguridad, la igualdad y la libertad. Son derechos 
básicos que, en definitiva, son los derechos constitucionales protegidos por nuestra Carta. De modo que el 
tema de las relaciones de consumo tiene una vinculación estrecha —quizá en ese sentido puedo aportar 
algo más, en base al trabajo que he realizado durante tantos años de investigación en este punto—, en 
especial cuando vemos los hechos de actualidad, como es el caso de la ancianidad y las casas de salud. 
Esas son precisamente relaciones de consumo, como el tema de los enfermeros que trabajan en 
instituciones que brindan servicios. A veces lo trasversal que voy a plantear de esta Institución, también se 
da en el derecho del consumo. Por eso, me parece que a veces tenemos que buscar toda la normativa en 
un consenso entre varias personas que quizás tengan diferentes saberes, pero creo que esos intercambios 
pueden ser útiles para buscar soluciones dentro del marco normativo que tenemos. También habría que 
proponer, de alguna manera, medidas, normas, suscripción de tratados internacionales que el Estado no ha 
suscrito, denuncia de determinados tratados cuando estamos en conflicto entre normas internas y normas 
internacionales para que no exista responsabilidad del Estado, en especial en un tema tan delicado como 
son los derechos humanos. 


Entonces, me parece que hay que armonizar toda la legislación nacional e internacional para 
poder buscar lo que mejor nos resuelva toda esta problemática. Las medidas concretas se podrán llevar a 
cabo a través de investigaciones, y de la posterior elaboración de los informes, y a partir de esos insumos 
se harán planes y estrategias para poder trabajar junto con los Poderes del Estado a fin de lograr un mayor 
éxito y mejor resultado. Esto vendría, como la ley prevé, por la vía de las denuncias realizadas por 
cualquier persona física o jurídica, o también a través de la actuación de oficio, que me parece es el pilar 
fundamental para este trabajo, porque muchas veces la gente no denuncia por temor o por determinadas 
circunstancias. 


Ahora voy a mencionar las estrategias que a mi entender son importantes. Se tendrían que 
abreviar los trámites y facilitar el acceso de quien quiera hacer una denuncia; estoy hablando de agilidad 
en la tramitación, evitando todo lo que sea posible la burocracia, para lograr ser eficiente. 


A mi juicio, el Consejo tiene que tener inmediación, no solo con la gente que viene, sino también 
involucrarse en los problemas que se plantean, requerir informes de quienes trabajan sobre las denuncias 
se han planteado para poder tener conocimiento de lo que sucede y dar una solución global a infinidad de 
problemas que se plantean sobre un mismo punto. Imaginen que una institución única para todo el país 
tiene que concentrar los problemas para poder ser eficiente y dar una respuesta. Esto sería importante 
para que, de una vez por todas, la gente sepa que hay un lugar donde puede recurrir si se lesiona su 
derecho a la salud, si se lesiona su derecho a la vida, si se lesiona su derecho a la seguridad u otros 
derechos que a veces se tiende a creer que tienen menor importancia pero que repercuten en la vida y en 
la salud de las personas. No nos olvidemos que a veces problemas de índole económica han provocado 
suicidios. Por esta razón, tanto las normas nacionales como las internacionales que hemos suscrito deben 
intentar abarcar lo más posible. 


También es importante la celeridad en la respuesta y en la comunicación de lo que se está 
haciendo con esa denuncia que llegó, para que la persona sienta que realmente hay un acercamiento a la 
sociedad civil o a las asociaciones que los representan. 


Asimismo, me parece que es fundamental el control del funcionamiento de la Institución. El 
Consejo no puede estar aislado de la gente que trabaja con él. Quizá deba haber un intercambio con el 
personal para infundir la confianza necesaria para que sea consciente de la responsabilidad de la función 
que está cumpliendo y que entre todos se colabore y se encuentren las mejores soluciones. En esencia, se 
busca una respuesta responsable de todos los integrantes de la Institución. 


También son elementos fundamentales la cooperación, la transversalidad y la transparencia. 


En síntesis, la actuación se llevaría a cabo mediante investigaciones que pueden ser de oficio o 
provenir de una denuncia de la parte involucrada. Podrá emitir opiniones sobre las cuestiones que se le 
sometan o que entienda pertinentes y también podrá hacer recomendaciones a aquellos organismos que 
tengan el contralor. También son importantes las articulaciones con otros organismos para que aquellos 
que tengan competencias en la misma materia y se encuentren disgregados, unidos puedan obtener un 
mejor resultado. 


También apuntamos a la sensibilización, a la educación y a la difusión de los derechos humanos, 
porque no hay derecho humano que pueda ser ejercido si no es conocido. 


Por último, quiero hacer mención a la independencia que debe tener la Institución, que la 
establece la propia norma y que es el presupuesto necesario para la credibilidad de la defensa de estos 
valores que están en juego. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Primero quiero agradecer la presencia de la doctora Dora Szafir en esta Comisión. 
Le voy a hacer la misma pregunta que le he realizado a los anteriores entrevistados: ¿qué valor le otorga a 
las resoluciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y del Comité de Derechos 
Humanos en virtud del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en 
relación al trabajo que tendrá que desempeñar la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo? 


SEÑORA SZAFIR.- Creo que esas resoluciones son muy importantes pues tenemos una imagen de país 
que reflejar hacia el exterior y estas son Cortes Internacionales, por lo que no debería suceder que se diera 
una sola resolución de condena. Por eso me parece que el rol que puede tener esta Institución es 
preventivo, tratando de unificar y que las normas internas no colidan para justamente evitar esa 
trascendencia en cuanto a lo que resuelven esas Cortes. Si bien no se trata de resoluciones vinculantes, 
está en juego la imagen del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera formular dos preguntas. 


La doctora Szafir se refirió a tratados que el Estado no ha suscrito, por lo que me gustaría que los 
mencionara. 


Por otro lado, en cuanto a la protección de los derechos de las mujeres quisiera saber qué 
convenciones mencionaría la doctora como las más importantes al respecto. 


SEÑORA SZAFIR.- Creo que el Estado uruguayo tiene normativa interna y externa que ha suscrito —como 
los Protocolos de Derechos Humanos y las Convenciones Internacionales— que defienden la igualdad de 
género. Son muy importantes y creo que este punto está recogido en la propia ley al establecer que debe 
haber determinada cantidad de integrantes de uno y otro sexo para el Consejo Directivo. Es decir que se 
trata de un punto trascendente. 


En lo que tiene que ver con los tratados, no digo que alguno no se haya suscrito; me refería a la 
conveniencia, a veces, de suscribir un tratado, obviamente, que no colida con la normativa interna. De 
todas maneras, si ello sucediera podría ameritar una adecuación del Derecho interno para evitar esa 
colisión. En definitiva, por suerte generalmente el país ha suscrito todos los tratados vinculados al tema. 


SEÑOR LORIER.- Saludo a la doctora Szafir. 


La doctora mencionó derechos de distintas generaciones y la interrelación existente entre ellos. 
Entonces, a nosotros nos interesa particularmente conocer su opinión en cuanto a cuáles podrían ser los 
actos de la Institución que estamos fundando para impulsar los derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales de aquella parte de nuestra población que, evidentemente, está retrasada a ese respecto. 


Por otro lado, quisiera conocer cuál es la idea de la doctora sobre el papel de esta Institución en 
todo el territorio nacional, es decir, en su extensión en el conjunto del país. 


SEÑORA SZAFIR.- Comenzando por la segunda pregunta formulada, quiero decir que el tema de la 
competencia nacional siempre es un problema, ya que hay que abarcar mucho y generalmente la dotación 
presupuestal para las personas no es la que se requiere para abarcar todo el territorio nacional. Ahora bien, 
sí me parece que debe existir un organismo que centralice todo este tema. De todos modos, creo que en la 
ley está prevista la posibilidad de hacer convenios como los que se celebran entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas y los Gobiernos Departamentales con relación a los derechos de consumo, a efectos 
de poder aunar esfuerzos, recibir denuncias y de alguna manera canalizarlas y adecuarlas a la posible 
solución. 


En cuanto a la otra consulta sobre la transversalidad de algunos derechos y los derechos 
económicos, creo que el concepto que debemos tomar es el amplio. Es decir, lo que hay que hacer es 
buscar que toda aquella denuncia que esté vinculada a la afectación de un derecho humano no sea 
desplazada o desechada, sino que se trabaje para poder ver si realmente, aun en derechos de tercera o 
cuarta generación, ese derecho ha sido vulnerado. Evidentemente, uno diría que por escala jerárquica, los 
de primera generación están en primer lugar, pero los otros no deben descartarse; inclusive, hay tratados 
internacionales que hemos suscrito en los que se reconocen estos derechos como de los ciudadanos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más Legisladores anotados, agradecemos a la doctora Szafir haber 
concurrido aquí en la mañana de hoy. 


(Se retira de Sala la doctora Dora Szafir.) 


(Ingresa a Sala la maestra Lilián Celiberti.) 


—Con mucho gusto recibimos en el día de hoy a la maestra Lilián Celiberti, a quien concedemos 
el uso de la palabra. 


SEÑORA CELIBERTI.- Buenas tardes. Muchas gracias señora Presidenta e integrantes de la Comisión 
Especial de Derechos Humanos. 


Realmente es un gusto para mí presentar aquí algunas ideas de algo que ha sido y es parte de 
cuarenta y tantos años de militancia por los derechos humanos en el Uruguay y en el mundo. Quisiera 
empezar diciendo que la constitución de esta institucionalidad es un gran logro para el país y que de alguna 
manera fortalece un principio democrático del Uruguay, país que ha sido pionero en esta materia a lo largo 


de toda su historia. Esta institucionalidad surge de los Principios de París y, básicamente, de la Conferencia 
de Viena. Constituye una de las grandes aspiraciones existentes y supone un salto cualitativo en la 
institucionalidad estatal de protección de los derechos humanos, por todas las competencias que ello 
supone y que los Legisladores conocen muy bien por haber sido quienes elaboraron esta ley nacional. 


Ante todo digo que, como persona y como activista de derechos humanos en Uruguay y en 
América Latina, es para mí un gran honor haber sido propuesta para este cargo por las organizaciones de 
mujeres, ámbito en el que trabajo en forma prioritaria, aunque no el único. Los señores Legisladores 
habrán visto en mi curriculum que también estoy involucrada con la Conferencia Mundial contra el 
Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia; en este momento 
estamos preparando la Conferencia de Río+20, lo que supone la disputa de un ejercicio de derechos veinte 
años después de la realización de la Eco 92. De alguna manera esto marca una nueva generación de 
derechos para el sistema de Naciones Unidas, al tiempo que plantea al mundo el desafío de generar los 
derechos de los seres humanos en relación con el ambiente, la cultura y la civilización en el planeta Tierra, 
no solo para el presente, sino también para las futuras generaciones. 


Quiere decir que, en el plano de la integralidad de los derechos humanos —mirándolo 
como un eje rector en cada uno de los terrenos, tanto de las políticas públicas, como de la acción de la 
sociedad civil-, mis intereses son múltiples. En particular, me gustaría comenzar planteando que este salto 
cualitativo de la consolidación de la institucionalidad realiza un aporte fundamental al desarrollo de una 
cultura de derechos humanos que va más allá de las acciones concretas y marca un aspecto civilizatorio, 
cultural, educativo y de relacionamiento de la sociedad. En tal sentido, Uruguay tiene otros órganos, como 
la Corte Electoral y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, pero este organismo independiente y 
autónomo va a regir como un desafío institucional para la consolidación y articulación de los distintos 
actores, no solo del Estado, sino de la sociedad en su conjunto. 


De alguna manera, en la ley están marcadas cuatro funciones: la normatividad de la 
institucionalidad, los tratados y la armonización jurídica; la asesoría a los organismos del Estado; la 
mediación y la capacidad de recepcionar denuncias; y la difusión y promoción de los derechos humanos. 
Se trata de cuatro áreas que este Consejo Directivo debe integrar de manera armónica, porque constituyen 
elementos fundamentales para garantizar la integralidad de los derechos, sobre todo en el desafío que 
Uruguay tiene en la formación en derechos humanos en todos los niveles del sistema educativo. Me parece 
que la formación es un campo importante, pero a nivel público aquí no hay una maestría ni un doctorado en 
derechos humanos. Tenemos desafíos en el sentido de formar profesionales en la visión y en la cultura de 
los derechos humanos, e integrarlos a las distintas áreas, incluso en cada una de las disciplinas “como por 
ejemplo, la Medicina-, y no solo en el Derecho. Creo que este es un reto importante, pues esta 
institucionalidad tiene la posibilidad de aportar y generar innovación en materia de propuesta educativa. 


En cuanto a la estructura y funcionamiento, me gustaría resaltar algunos principios que están 
contemplados en la ley y que, obviamente, no son novedad para los señores Legisladores. 


Rescato la visión plural de la integración de este organismo junto con la visión multidisciplinaria, 
porque también los conocimientos y los abordajes plantean miradas diferentes. Esas miradas deben ser 
articuladas en una Institución Nacional que, justamente, tiene como cometido fundamental la articulación 
de los actores. En este sentido, me permito una pequeña digresión. En el día de ayer, en la institución 
donde trabajo desde hace 26 años realizamos un taller en el que participaron 50 trabajadoras domésticas 
peruanas. La presencia, tanto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como del Director del Banco de 
Previsión Social, generó para esas 50 trabajadoras la posibilidad de conocer directamente a las 
instituciones uruguayas, no solo en el aspecto teórico, sino en el rostro humano, por decirlo de alguna 
manera. La construcción de derechos supone la internalización de esos derechos. No existen derechos si 
los sujetos no están en condiciones de defenderlos y, para ello, es necesario el conocimiento, la 
información y la difusión, pero también una práctica de diálogo. A mi entender, la principal tarea que esta 
nueva institucionalidad deberá abordar será articular los actores de las instituciones del Estado, de los 
Ministerios, de la política, de la educación y del sistema judicial, con los actores de la sociedad civil; me 


parece que ese es el punto clave. Por eso, en lo que respecta a los cometidos, rescato la definición de una 
asamblea anual de derechos humanos con las organizaciones de la sociedad civil, pues como sabemos, 
los derechos humanos no son un campo neutro, sino conflictivo, que supone una articulación fundamental 
de actores, pero básicamente, un diálogo democrático. Me parece que este es uno de los puntos centrales 
a desarrollar en esta propuesta. 


Como cuestiones importantes, he mencionado la integración plural y multidisciplinaria, y la 
articulación entre actores —uno de los cuales es la asamblea de derechos humanos- y con otros actores 
del Estado. 


El otro campo fundamental es la posibilidad de recepcionar denuncias para garantizar a los 
ciudadanos la posibilidad de llegar a una institución que escuche, observe y responda a sus reclamos e 
intereses. Por lo tanto, la investigación, la seriedad y el acompañamiento de esas denuncias constituyen un 
elemento de suma importancia. 


En cuarto lugar, me voy a referir a la cobertura geográfica. Si bien nuestro país es pequeño, 
todavía existe —a pesar de los esfuerzos realizados en los últimos años— una centralidad montevideana y 
una visión muy hegemónica de la capital con respecto al resto del país. Sería esencial que esta Institución 
naciera, se desarrollara y fortaleciera como una Institución Nacional de Derechos Humanos, lo que supone 
una presencia activa y en persona en cada uno de los departamentos del país. 


Por último, hay dos cuestiones que también me parecen centrales. Me refiero a la posibilidad de 
una rendición de cuentas permanente al Parlamento —tal como está establecido- y otra a la ciudadanía, 
para garantizar la exigibilidad de los derechos. 


En cuanto a las competencias fundamentales a ser distribuidas en el Consejo Directivo, pienso 
que las áreas de recursos naturales, funcionamiento y coordinación deberían estar a cargo de la 
Presidencia, y las cuatro áreas centrales de investigación, denuncia, normatividad y asesoría en derechos 
les corresponderían al resto. 


SEÑOR MICHELINI.- Doy la bienvenida a la maestra Lilián Celiberti, a quien voy a formular la misma 
pregunta que hice a la mayoría de los entrevistados: ¿qué valor le otorga, desde la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, a las resoluciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, o del 
Comité de Derechos Humanos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos? 


SEÑORA CELIBERTI.- En términos generales, he acompañado en gran manera las resoluciones 
adoptadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos con relación a diversas temáticas, 
particularmente aquellas que tienen que ver con los derechos de las mujeres, aunque también en otros 
terrenos, como el de la memoria y justicia por las violaciones a los derechos humanos en períodos 
dictatoriales. Como manifesté anteriormente, en las Américas contamos con este organismo fundamental 
de teoría y de protección de los derechos, que supone el análisis de cada uno de los casos. Por lo tanto, 
espero que a nivel nacional podamos disponer de estas posibilidades de asesoramiento para no tener que 
llegar a la instancia de la Corte, donde los ciudadanos llegan cuando ya están agotadas las vías jurídicas 
nacionales. En este sentido, me parece que el aporte de esta Institución tiene que ver, precisamente, con el 
hecho de que la ciudadanía uruguaya no tenga que recurrir a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos para ver protegidos sus derechos. 


SEÑOR PUIG.- Ante todo, quiero decir que es un gusto contar con Lilián Celiberti en este proceso de 
selección de integrantes para el Consejo Directivo de la Institución de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo. 


La pregunta que con el señor Legislador Lorier hemos realizado al conjunto de los entrevistados 
tiene relación con el papel que le asignan al desarrollo, por parte de la Institución, de la clara definición de 
objetivos en materia de derechos económicos, sociales y culturales. En particular, nos hemos referido a los 
aspectos de género —algo que la entrevistada ha trabajado durante mucho tiempo— y más específicamente 
a la violencia doméstica o contra la mujer, realidad que existe en el país y es por demás preocupante. Al 
mismo tiempo pretendemos incluir todo lo relativo a aquellos derechos de los trabajadores que la 
Constitución consagra, pero con los que hay una distancia importante en lo que respecta a la plena 
vigencia que tienen para los seres de carne y hueso. 


SEÑORA CELIBERTI.- Agradezco la pregunta porque me permite profundizar en alguno de los aspectos 
que en los últimos años han marcado mi trabajo como activista de derechos humanos. Debo decir que 
participo en una red latinoamericana llamada Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, 
Democracia y Desarrollo, que ha tenido como centro el trabajo en los derechos económicos, sociales y 
culturales. Precisamente, el año pasado tuvimos una reunión en el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
porque realizamos el Informe Sombra de Uruguay para presentar en el Informe de DESC y trabajamos en 
la ratificación del Protocolo Facultativo del Pidesc. Me parece que se trata de un tema central, 
fundamentalmente porque la garantía y el ejercicio de derechos suponen la interrelación de distintas áreas 
y todavía existe en la cultura nacional —por eso apuesto mucho al tema cultural— una criminalización de la 
pobreza como elemento violatorio de los derechos humanos. Hay una especie de contraposición entre 
derechos humanos y beneficios de ciertos sectores —clase media y media alta— con los de otros. Por lo 
tanto, la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales es un eje central en el trabajo de la 
cultura de derechos en nuestro país. Tenemos más claros los derechos políticos, y tal vez algunos de los 
derechos civiles fundamentales, pero menos clara la necesidad de garantizar, como sociedad, el ejercicio 
pleno de los derechos económicos para toda la población. 


De la misma manera, el año pasado trabajamos en la promoción del Convenio de la OIT sobre 
Trabajadoras y Trabajadores domésticos, que reúne el tema de género con un área laboral desprotegida — 
especialmente para mujeres que no tienen formación para acceder al mercado de trabajo— y con tareas de 
cuidado que hasta ahora han sido desarrolladas por las mujeres de forma gratuita. El hecho de que esas 
trabajadoras cuenten hoy con derechos plenos —aspecto en el que Uruguay fue pionero con la ley del año 
2006-, nos parece que da la posibilidad de avanzar en la construcción de derechos económicos, sociales y 
culturales, y en su exigibilidad, que es un punto central. 


En cuanto al tema de violencia —acá lo voy a vincular realmente con el eje del tema educativo-, 
creo que podemos tomar muchísimas medidas, realizar infinidad de acciones legislativas y mejorar la ley ya 
existente, así como todo el sistema de protección a nivel interamericano —tenemos la Convención de Belém 
do Pará y diversos mecanismos de exigibilidad—, pero si no avanzamos en los patrones educativos para 
que cambien realmente las distribuciones de roles, seguiremos generando una cultura de varones. Como 
ejemplo mencionemos lo que pasó ayer, que impactó a la sociedad uruguaya: el asesinato a golpes de una 
abogada, en una situación en que la masculinidad tradicional recurre a la violencia para imponer su poder. 
Me parece que a este respecto tenemos un desafío como sistema, para avanzar realmente en un cambio 
de paradigma en la educación que permita una nueva generación de hombres, de tal manera que las 
relaciones de poder estén planteadas desde un lugar más paritario. En este sentido me parece que todavía 
tenemos mucho camino que andar, porque este es un trabajo teórico. 


Hace dos años hicimos un trabajo sobre formación docente y analizamos una serie de carencias 
en la materia, y nos parece que por ahí también hay que avanzar en la consolidación de nuevas pautas de 
relacionamiento entre hombres y mujeres desde la infancia. Esto, por supuesto, no anula todo el plano 
legislativo, la coordinación y el trabajo con el sistema judicial, pero todavía sigue habiendo patrones 
machistas en la sociedad que repercuten en la reproducción de la violencia. 


SEÑORA MOREIRA.- Ante todo, quiero decir que es un gusto recibir a la maestra Lilián Celiberti en esta 
Comisión. 


Sé que nuestra invitada ha recorrido el mundo, y en especial América Latina, con el tema de los 
derechos humanos y varias de sus dimensiones —no solo la de género-, y que además coordinó la 
Iniciativa Mercosur. Por tal motivo, me gustaría que nos acercara una reflexión sobre en qué aspectos 
Uruguay está mejor en relación con el resto de América Latina y cuáles son las áreas que están más 
rezagadas, en las que la Institución Nacional de Derechos Humanos tiene una misión más importante o 
más urgente. 


SEÑORA CELIBERTI.- Uruguay ha sido pionero —recién lo señalaba— en la legislación sobre trabajo 
doméstico, lo que permitió, incluso, que fuera uno de los países líderes en la Conferencia de la OIT. Recién 
este año se presentó en Chile una legislación en la materia, y el año pasado se votó un proyecto similar en 
Argentina, pero el acompañamiento de proyectos en la región es todavía muy limitado. Por ejemplo, en 
Paraguay apenas existe el reconocimiento de la posibilidad del seguro social de salud para las 
trabajadoras. Entonces, podemos decir que tenemos áreas en las cuales se ha avanzado mucho, pero creo 
que en donde hemos tenido más retraso es, justamente, en la posibilidad de articular esas áreas en una 
institucionalidad nacional que permita potenciar tales derechos y, sobre todo, tener como ocurre en otros 
países de América Latina— un debate sobre jurisprudencia de los derechos humanos. Como decía, hay un 
camino a desarrollar en este campo, porque todavía tenemos muchos profesionales, incluso del Derecho, 
que no tienen formación en derechos humanos. Por lo tanto, es necesario que esa institucionalidad juegue 
un papel determinante. Me parece que ese sería el aporte fundamental. 


Por supuesto que hay otros campos del Derecho —por ejemplo, el que refiere al derecho a un 
medio ambiente sano— en los que sería necesario un debate nacional, porque son muchos los aspectos 
que tienen que ver con la nueva generación de derechos en esta visión más integral. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la maestra Lilián Celiberti por su presencia en la sesión de hoy. 
SEÑORA CELIBERTI.- Muchas gracias por haberme escuchado. 
(Se retira de Sala la maestra Lilián Celiberti.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Legisladores están de acuerdo, pasaríamos a votar que las 
diecisiete entrevistas sean colgadas en la página web del Poder Legislativo luego de que contemos con la 
versión taquigráfica de las realizadas en el día de hoy. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 57 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


